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1. Introducción  
En las últimas décadas ha aumentado la preocupación social sobre el cambio 
climático y sus impactos sobre los seres humanos, el medioambiente, y la economía. En 
la actualidad, existen evidencias científicas que las rápidas variaciones climáticas que se 
están ocurriendo son resultados de las actividades humanas que emiten gases de efecto 
invernadero (GEI) a la atmosfera (Wigley 1999). El aumento de la concentración de 
GEI en la atmosfera afecta el balance energético de la tierra y causa como consecuencia 
el calentamiento de la superficie terrestre, la reducción de las precipitaciones, y la 
subida del nivel del mar así como el aumento de la frecuencia y severidad de los 
fenómenos extremos como sequia, inundación, y olas de calor (Houghton 2001). Varios 
estudios señalan que el sur de Europa y la Cuenca Mediterránea se verán especialmente 
afectados por el cambio climático con reducciones en el rendimiento de los principales 
cultivos, el movimiento de cultivos típicos de la región hacia el norte, sequías más 
frecuentes y intensas, y graves daños medioambientales (Olesen y Bindi 2002, IPCC 
2007 y 2011). 
Las emisiones GEI se producen por el uso intensivo de energías fósiles en el 
transporte y la industria, la intensificación de la agricultura que sustituye a la agricultura 
tradicional de bajo coste medioambiental, y los cambios de uso de la tierra. El sector 
agrícola tiene doble influencia en el cambio climático, por un lado es una fuente 
importante de emisiones GEI, y por otro es un sumidero que fija carbono de la 
atmósfera.  
La intensificación de la agricultura en décadas recientes es el resultado de las fuertes 
inversiones en nuevas tecnologías de producción como la mecanización de las 
actividades agrícolas, la modernización de los sistemas de riego, el uso de fertilizantes y 
fitosanitarios, y la ganadería intensiva. Estos avances tecnológicos han incrementado la 
productividad agrícola y ganadera, asegurando una fuente estable y barata de alimentos, 
unas mayores rentas para los agricultores, y un proceso de desarrollo de las zonas 
rurales. Sin embargo, el desarrollo de este tipo de agricultura ha generado impactos 
medioambientales negativos como las emisiones GEI, la escasez de agua, y la 
contaminación de los recursos hídricos y de la tierra por nutrientes, pesticidas, y sales. 
La agricultura se considera responsable de 14 por cien de las emisiones GEI globales en 




El problema para controlar las emisiones contaminantes de origen agrícola es su 
carácter difuso, por lo que dificulta identificar el responsable del origen y el volumen de 
las emisiones. Además, la implementación de políticas de cambio climático podría tener 
impactos negativos sobre la renta de los agricultores y el desarrollo rural. Este hecho 
hace que el diseño de políticas adecuadas de cambio climático en el sector agrario es 
una tarea difícil. 
Sin embargo, la agricultura se considera una fuente de alternativas de bajo coste para 
la mitigación del cambio climático en comparación con otros sectores de la economía, 
con el secuestro del carbono atmosférico por los suelos, los bosques, y la vegetación 
leñosa, y la reducción de las emisiones GEI generadas por las actividades agro-
ganaderas reduciendo la intensidad de producción y mejorando las prácticas agrarias, 
además de la generación de la bioenergía, poco contaminante, que sustituye a la energía 
fósil, la principal fuente de emisiones GEI. Varios trabajos señalan que la inclusión de 
la agricultura en los sistemas de regulación de GEI permite alcanzar de manera coste-
eficiente los objetivos de estabilización del clima proporcionando oportunidades para 
reducir el esfuerzo de mitigación de GEI en los sectores industrial y energético, donde 
el coste de mitigación es más elevado (Hediger 2006, Vermont y De Cara 2010, Pérez 
Domínguez et al. 2004).     
2. Emisiones GEI: estado de situación  
Como respuesta a los cambios climáticos que se están sucediendo en la tierra, se 
adoptó en 1992 la Convención Marco sobre Cambio Climático que fue firmada por 
ciento sesenta países en la conferencia de las Naciones Unidas sobre medioambiente y 
desarrollo. La convención constituyó la iniciativa de carácter multilateral más relevante 
y permitió el establecimiento de un marco legal de acción de los países frente al cambio 
climático. Otra iniciativa importante fue la elaboración del Protocolo de Kioto en 1997, 
en el que se comprometieron los países participantes de reducir un 5 por cien las 
emisiones GEI globales en el periodo 2008-2012 respeto al 1990.  
La Unión Europea como firmante del Protocolo de Kioto se comprometió reducir un 
8 por cien sus emisiones GEI (341 Mt CO2eq por año para EU-15) en el periodo 2008-
2012. La Unión Europea ha puesto otro objetivo más ambicioso de reducir sus 
emisiones GEI un 20 por cien en 2020, y se ha comprometido aumentarlo hasta el 30 




Para alcanzar estos objetivos, los países europeos están llamados a reducir las 
emisiones de los sectores incluidos en el sistema de comercio de emisiones (EU-ETS) 
principalmente el sector industrial y energético, y aumentar sus balances de emisiones 
con los mecanismos flexibles y las actividades de uso de la tierra, cambio de uso de la 
tierra y silvicultura (LULUCF). Los límites establecidos para los sectores incluidos en 
el EU-ETS obligan indirectamente los países miembros a reducir las emisiones de los 
sectores difusos no incluidos en el EU-ETS (construcción, transporte, agricultura) para 
alcanzar el objetivo del Protocolo de Kioto. En 2009, se ha establecido un objetivo de 
reducir un 10 por cien las emisiones de los sectores no incluidos en el EU-ETS en 2020 
respeto al 2005 (OJ 2009).   
Las emisiones de la UE-15 en 2008-2009 (primer periodo de cumplimiento del 
Protocolo de Kioto) están un 10 por cien menos que las emisiones del 1990, cumpliendo 
así  con el objetivo del 8 por cien establecido. Se estima que las actividades LULUCF y 
los mecanismos de flexibilidad reducirán más las emisiones GEI con 2,7 por cien en el 
resto del periodo de cumplimiento del Protocolo de Kioto. La Unión Europea pone de 
manifiesto la importancia de los sectores no incluidos en el EU-ETS para contribuir al 
esfuerzo de mitigación de GEI (EEA 2010a). 
España emite 368 Mt CO2eq representando el 10 por cien de las emisiones GEI de la 
UE-15. Las emisiones predominantes provienen del uso de la energía (77%), la 
agricultura (11%) y la industria (7%). Por gases el dióxido de carbono (CO2) (81%), el 
metano (CH4) (10%) y el óxido nitroso (N2O) (7%) (MARM 2011a).  
Para cumplir con el objetivo de reducir las emisiones GEI del Protocolo de Kioto por 
parte de la Unión Europea se ha asignado a España un techo de emisión en el periodo de 
cumplimiento del protocolo de 15 por cien más respeto al 1990. Sin embargo, las 
emisiones GEI de España han aumentado de manera continua desde el 1991 hasta 2009, 
donde las emisiones están un 27 por cien más respeto al 1990.    
La agricultura contribuye al inventario de GEI principalmente con las emisiones de 
óxido nitroso y metano. Las actividades de cultivo emiten óxido nitroso de manera 
directa por el uso de los fertilizantes nitrogenados minerales y orgánicos, y de manera 
indirecta por las pérdidas de nitrógeno en los cursos de agua. Las actividades ganaderas, 
en especial los rumiantes, emiten metano durante el proceso de la fermentación entérica. 
El manejo de los estiércoles es otra fuente importante de emisiones de óxido nitroso y 




El sector agrario español emite 39 Mt CO2eq, de los que 45 por cien son emisiones 
de óxido nitroso de los suelos agrícolas, 32 por cien son emisiones de metano de la 
fermentación entérica, y 21 por cien son emisiones de óxido nitroso y metano generados 
por la gestión de estiércoles.  
En Aragón, las emisiones GEI alcanzan los 18 Mt CO2eq, lo que supone un 5 por 
cien de las emisiones totales de España. Este nivel de emisión está un 16 por cien más 
respeto al 1990 cumplimiento con el límite anual de emisión (22 Mt CO2eq) establecido 
por la Estrategia Aragonesa de Cambio Climático y Energías Limpias (EACCEL) para 
el periodo 2008-2012, de acuerdo con el objetivo del Plan Nacional de Asignación. La 
EACCEL (2011) señala que el sistema productivo en Aragón es menos intensivo en 
carbono y que existe un desacoplamiento entre el crecimiento económico y las 
emisiones de CO2.  
La distribución de emisiones por sector en Aragón es: las industrias del sector 
energético (29%), la agricultura (20%), la combustión en las industrias manufactureras 
y de la construcción, y los procesos industriales (19%), el transporte (18%) y otros 
sectores (14%). Los sectores difusos no incluidos en el EU-ETS tienen un peso 
importante contribuyendo con casi el 60 por cien en el total de las emisiones GEI.  
La agricultura emite 3,6 Mt CO2eq, de los que el 45 por cien son emisiones de óxido 
nitroso de los cultivos y el 55 por cien son emisiones de óxido nitroso y metano de la 
ganadería (Cuadro 1).
1
 Las emisiones del sector agrario representan 20 por cien de las 
emisiones totales de Aragón, doblan en porcentaje a la contribución del sector a las 
emisiones totales de España. El sector agrario de Aragón contribuye con 9 por cien a las 
emisiones GEI agrarias en España, es el sector aragonés que más contribuye a las 
emisiones GEI de España, en término porcentual. Dentro de los sectores difusos en 
Aragón, la agricultura es el que más contribuye a las emisiones GEI con 35 por cien, es 
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 Estas estimaciones son las oficiales del Gobierno de Aragón. Nuestras estimaciones indican que más del 




Cuadro 1. Emisiones GEI del sector agrario en Aragón 
Categoría de emisión  
Cantidad de emisión 
 (10
3
 t CO2eq) % 
Emisiones directas y indirectas de cultivos 1.642 45,4 
Fermentación entérica 700 19,3 
Gestión de estiércoles 1.248 34,5 
Cultivo de Arroz 25 0,7 
Quema de residuos agrícolas 5 0,1 
Total  3.620 100 
Fuente. EACCEL (2011) 
 
Las comarcas con mayores emisiones en Aragón son Bajo Cinca, Cinca Medio, 
Cinco Villas, La Litera y Monegros donde se localizan los cultivos intensivos de 
regadío (maíz, arroz, melocotón) y que también concentran las cabañas de porcino y 
vacuno (Figura 1). 
Las actividades de uso de la tierra, cambio de uso de la tierra y la silvicultura 
(LULUCF) desempeñan un papel importante para alcanzar los objetivos de reducción 
de emisiones GEI. En el Protocolo de Kioto se indica la importancia de proteger y 
mejorar los sumideros y los depósitos de GEI, promover las prácticas sostenibles de 
gestión forestal, la forestación y la reforestación, y promover las prácticas agrícolas 
sostenibles, para eliminar carbono de la atmosfera. El secuestro de carbono por las 
actividades LULUCF permite a los países firmantes del Protocolo de Kioto aumentar 
sus niveles de emisión sin afectar sus balances netos de emisión.     
El secuestro de carbono por las actividades LULUCF en España es 29,2 Mt CO2eq. 
Los bosques fijan el 88 por cien del carbono. El secuestro de carbono ha aumentado un 
50 por cien en 2009 respeto al 1990. Las actividades LULUCF emiten también gases de 
efecto invernadero por los cambios de uso de la tierra y los incendios forestales. Estas 
emisiones alcanzan las 600.000 t CO2eq. Las absorciones netas de carbono por las 
actividades LULUCF mejoran el balance de emisión de España en un 8 por cien 
(MARM 2011a).  
En Aragón, la superficie forestal arbórea alcanza un millón y medio de hectáreas. 
Esta superficie permite fijar unos 3,4 Mt CO2eq por año, aproximadamente un 18 por 
cien de las emisiones GEI de la región y unos 14 por cien de la fijación de carbono por 
los bosques en España. Las comarcas de Gúdar-Javalambre, Ribagorza, Sobrarbe, 
Jacetania, Cinco Villas y Sierra de Albarracín fijan más de la mitad de la captura de 





















3. Impactos del cambio climático sobre agricultura y recursos hídricos  
En la actualidad, existen muchas evidencias que el cambio climático está afectando 
varios ecosistemas por el aumento de la temperatura, el cambio en los patrones de las 
lluvias, y el aumento de la frecuencia, severidad y la extensión espacial de los 
fenómenos extremos como sequia, inundación y olas de calor.  
La agricultura es un sector altamente vulnerable al cambio climático. A nivel global, 
se estima que el potencial de producción de alimentos aumentará con una subida de la 
temperatura entre 1 y 3 ºC, y un aumento de la concentración de CO2, mientras que 
disminuirá si la temperatura supera los 3 ºC, con muchas discrepancias regionales.
2
  
                                                 
2
 Resultados de varios estudios muestran que un aumento ligero de la temperatura, con aumento de la 
concentración de CO2 tendrá un efecto beneficioso ligero para la producción agrícola en las regiones en 
latitudes altas y medias mientras que el efecto es negativo en latitudes bajas. Un aumento severo de la 




En el sur de Europa y en la Cuenca Mediterránea, los impactos del cambio climático 
serán adversos, se estima que se reducirán los rendimientos de cultivos como maíz, 
cebada y girasol y aumentaran su variabilidad, además de la disminución de las 
superficies de tierras idóneas para cultivos característicos de la zona y el movimiento de 
algunos cultivos como maíz y viñedo hacia el norte o hacia las regiones altas (Olesen y 
Bindi 2002, Ciscar et al. 2010).   
Los fenómenos extremos de sequia y inundación afectaran negativamente la 
producción agrícola sobre todo en las regiones menos preparadas con agricultura 
tradicional de subsistencia. También se estima que el cambio climático causara 
problemas serios de erosión de suelos, degradación de tierras agrícolas, problemas de 
salinidad, y aumento del riesgo de incendios forestales y de plagas y enfermedades.  
El cambio climático afectara también los recursos hídricos, las disponibilidades 
hídricas se reducirán entre 10 y 30 por cien en las zonas áridas y semiáridas por la 
reducción de las precipitaciones y la cubierta de nieve, las regiones afectadas por la 
sequia se extenderán y aumentará el estrés hídrico (IPCC 2007).
3
  
La demanda de agua de los cultivos aumentará por el aumento de temperatura y 
evapotranspiración y habrá menos agua disponible en las cuencas por la reducción de 
escorrentía y percolación. Un estudio realizado en el noreste de España muestra que por 
cada aumento de temperatura de 1 ºC en el periodo de crecimiento del viñedo, las 
necesidades hídricas aumentan entre 6 y 14 por cien (Ramos et al. 2008). 
La demanda del agua de riego aumentara también por la posibilidad de crecimiento 
de las superficies de regadío que sustituyen al secano poco rentable y dependiente del 
clima, se estima que la superficie de regadío aumentara más del 20 por cien en el sur de 
Europa en 2030 (EEA 2005).  
La agricultura consume el 70 por cien de las extracciones de agua a nivel global lo 
que ha generado problemas serios de escasez de agua en los ríos más grandes en las 
regiones áridas y semiáridas como en el Nilo, Yellow, Tigris, Éufrates, Murray-Darling, 
Colorado y Rio grande por las grandes extracciones de las aguas superficiales y la 
sobreexplotación actual de las aguas subterráneas promovida por la disminución de los 
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  Se estima que el número de personas que sufren del estrés hídrico aumentará sustancialmente entre 262 
y 983 millones de personas en 2050, en el escenario de emisión A2. Las regiones más afectadas por el 
aumento del estrés hídrico son la cuenca Mediterránea, el sur y centro de África, Europa, y el sur y centro 




costes de bombeo (Albiac et al. 2010). Se estima que las extracciones de agua por la 
agricultura subirán un 11 por cien en 2050 por el aumento de la demanda de alimentos,  
sin considerar los efectos del cambio climático (FAO 2011).     
El cambio climático agravara la situación de escasez de agua, las necesidades de 
agua de riego aumentaran entre 1 y 3 por cien en 2020 y entre 2 y 7 por cien en 2070. 
En China e India, los países con las superficies de riego más grandes en el mundo, las 
necesidades de riego subirán hasta un 15 por cien en 2020 (IPCC 2007). La situación es 
más grave en la Cuenca Mediterránea donde se estima que la demanda de agua de riego 
aumentara entre 20 y 30 por cien (Giorgi y Lionello 2008). Por otra parte, la demanda 
de agua urbana e industrial aumentará entre 14 y 83 por cien (MEA 2005). Este 
aumento de la demanda de agua combinado con la reducción de las disponibilidades 
hídricas en cuenca tendrá impactos negativos sobre la calidad de agua, los ecosistemas 
acuáticos, el potencial hidroeléctrico y las actividades recreativas, y complicara el 
proceso de planificación hídrica a nivel de cuenca.   
El cambio climático causara también problemas de calidad de agua por la 
variabilidad de la temperatura y el aumento de la intensidad de las precipitaciones con 
impactos sobre los ecosistemas acuáticos y la salud humana. Chang et al. (2001) han 
detectado un aumento del 50 por cien de la carga de nitrógeno en los cursos de agua en 
la región de Chesapeake debido a las lluvias torrenciales. En el rio Fraser en Canadá, se 
ha detectado un aumento de la temperatura del agua hasta los 20 ºC en varios tramos, 
esta temperatura se considera el umbral a partir del cual se degradan los hábitats del 
salmón (Morrison et al. 2002). La intrusión salina se agravara por las fuertes 
extracciones de aguas subterráneas y la baja recarga en periodos de sequia. La recarga 
de los acuíferos en la cuenca mediterránea se reducirá drásticamente en más del 70 por 
cien en 2050 (IPCC 2007). 
La sequia es un impacto grave del cambio climático. Según el IPCC (2011) existen 
evidencias científicas con un nivel de confianza aceptable que algunas regiones del 
mundo han experimentado sequias más intensas y largas, sobre todo en el sur de Europa 
y en África occidental por efectos del cambio climático. Según la EEA (2010b), el 
número de áreas y personas afectadas por la sequia y la escasez de agua en Europa se ha 
duplicado alcanzando el 13 por cien entre 1976 y 2006. Proyecciones climáticas 




frecuencia de sequia podría aumentar hasta 10 veces en 2070 en el sur de Europa, 
especialmente en España, Portugal, y partes de Francia y Turquía. 
La Agencia Europea del Medioambiente (EEA 2009) define la sequia como un 
fenómeno natural que consiste en la disminución sustancial de las disponibilidades 
hídricas por un periodo de tiempo determinado y que afecta negativamente a todos los 
componentes del ciclo hidrológico. Durante el periodo 1961-2006, las precipitaciones se 
han reducido entre 30 y 60 mm por década en el sur de Europa y en la Cuenca 
Mediterránea. El número de días secos consecutivos se estima que alcanzara los 120 
días en 2089 mientras que no supera los 20 días en el norte de Europa. Por otra parte, el 
caudal de los ríos que es una medida de la disponibilidad de agua varía ampliamente en 
Europa de 50 mm por año en el sur a 1.500 mm por año en el norte. Varios estudios 
señalan que el caudal de los ríos disminuirá en el sur de Europa entre 2 y 20 por cien 
por el aumento de las extracciones y el cambio climático (Arnell 2004, Alcamo et al. 
2007). 
La agricultura es el mayor consumidor de agua en el sur de Europa con extracciones 
entre 60 y 80 por cien. La agricultura de regadío tiene una gran importancia en la región 
por su contribución significativa a la generación de renta, al empleo y al desarrollo 
rural. En España, la superficie de regadío representa el 21 por cien de las tierras de 
cultivo y utiliza el 77 por cien de los recursos hídricos. La agricultura de regadío en 
España contribuye con más del 50 por cien a la producción agrícola.  
La escasez de agua y la degradación de su calidad en España ha sido consecuencia 
del crecimiento de las actividades económicas. El enorme desarrollo de la agricultura de 
regadío en las últimas décadas es la principal causa de la escasez de agua, mientras que 
las actividades industriales y urbanas han generado los problemas de calidad. Las 
extracciones de agua han aumentado más del doble entre los años 1960 y 2004, 
alcanzando los 32.500 hm
3
, de los que el 77 por cien se utilizan por el sector agrícola 
por el aumento de la superficie de regadío de 1,8 a 3,5 millones de hectáreas. Los 
problemas de escasez y degradación de los recursos hídricos en España están más 
concentrados en el sur, donde se localizan los cultivos intensivos y rentables como 
frutales y hortalizas. En las cuencas del sur, los recursos hídricos están sujetos a 
elevadas presiones. En algunos casos las extracciones superan los recursos renovables 




En España se proyecta que el cambio climático tendrá impactos negativos sobre los 
recursos hídricos. Se han realizado varios estudios para evaluar estos impactos, 
MIMAM (2000) presenta una estimación de las aportaciones hídricas en tres escenarios 
climáticos de aumento de la temperatura, reducción de las precipitaciones y duplicación 
de la concentración de CO2 atmosférico, los resultados muestran una reducción de las 
aportaciones en régimen natural entre 5 y 14 por cien en 2030 en comparación con datos 
de los noventa. El análisis realizado permite concluir que el sureste peninsular, la 
cuenca del Guadiana, y la cuenca del Ebro, son las áreas donde el impacto sobre los 
recursos hídricos es más severo. MARM (2005) ha presentado estimaciones de las 
aportaciones hídricas en régimen natural en 2030 y 2060. El estudio indica que se 
producirán descensos en las aportaciones hídricas hasta el 14 por cien en 2030 y hasta el 
17 por cien en 2060. Iglesias (2009) señala que las disponibilidades hídricas en España 
se reducirán entre 5 y 7 por cien a mitad del siglo veintiuno considerando varios 
escenarios climáticos. La reducción de las disponibilidades hídricas podría ser más 
grave a finales del siglo alcanzando los 40 por cien en algunas cuencas del sur y en el 
margen derecha del Ebro. CEDEX (2010) ha realizado un estudio sobre el impacto del 
cambio climático sobre los recursos hídricos en régimen natural y muestra que las 
precipitaciones se reducirán un 17 por cien, la temperatura aumentara unos 5 ºC, y la 
evapotranspiración potencial subirá un 21 por cien a finales del siglo veintiuno. Este 
hecho hace que se reducirán la escorrentía, la humedad del suelo, y la recarga 
subterránea de 28, 35 y 27 por cien, respectivamente. Estas estimaciones confirman la 
hipótesis de que el cambio climático agudizara la escasez de agua en España.                           
La cuenca del Ebro se encuentra en el noreste de la península ibérica y ocupa una 
superficie de 85.362 km
2
, es la cuenca más extensa de España, y representa el 20 por 
cien del territorio español. Los recursos hídricos renovables se estima que alcanzan los 
13.900 hm
3
. Las extracciones anuales de agua son 8.150 hm
3
, de los que 7.800 hm
3 
son 
de origen superficial y 350 hm
3
 provienen de fuentes subterráneas. La superficie de 
regadío en la cuenca supera las 800.000 ha, de las que más del 50 por cien se sitúan en 
Aragón. El regadío utiliza unos 7.340 hm
3
 y los sectores urbano e industrial utilizan 
unos 570 hm
3
. El trasvase de agua al País Vasco y Cataluña alcanza unos 180 hm
3
. 
La explotación de los recursos hídricos en la cuenca del Ebro alcanza el 60 por cien, 
más que el nivel de explotación nacional (34%) y por debajo de los niveles de 




Este indicador muestra que los recursos hídricos en la cuenca del Ebro están sujetos a 
elevadas presiones. 
Estas presiones pueden aumentarse bajo la amenaza del cambio climático y si no se 
contralan las actividades económicas. Existe algunas estimaciones del impacto del 
cambio climático sobre los recursos hídricos en la cuenca del Ebro como las de Samper 
et al. (2007) que estiman los impactos del cambio climático en varias sub-cuencas de la 
cuenca del Ebro y señalan que existe una fuerte variabilidad espacio-temporal en cuanto 
a las aportaciones hídricas y que habrá una diminución media de 19 por cien de las 
aportaciones en 2100. Los autores señalan que los efectos serán más severos en el 
margen derecha del Ebro y que los impactos serán mayores en los meses de verano que 
en los de invierno. Otras estimaciones de Iglesias (2009) muestran que las 
disponibilidades hídricas se reducirán menos de 5 por cien y la demanda de agua de 
riego aumentara más de 5 por cien en 2050.  
Las elevadas presiones sobre los recursos hídricos podrían generar daños económicos 
y medioambientales serios. De hecho las tendencias actuales muestran un no-
cumplimiento entre 10 y 30 por cien de los límites establecidos para el caudal mínimo 
ecológico en algunas sub-cuencas de la cuenca del Ebro (CHE 2008). Si no se toma 
medidas adecuadas de adaptación al cambio climático la situación puede agravarse en el 
futuro próximo.   
El cambio climático tendrá varios impactos sobre los recursos hídricos por un lado se 
reducirán las entradas de agua por la reducción de las precipitaciones y el aumento de su 
variabilidad, y por otro aumentaran las extracciones de agua por el aumento de la 
temperatura y la demanda evaporativa. El aumento de las extracciones causaran 
problemas medioambientales serios como la reducción de los caudales de los ríos y los 
niveles de agua en los acuíferos, los lagos, y los humedales, lo que amenaza al estado 
ecológico de las masas de agua y pone en peligro las especies acuáticas endémicas 
valiosas y la calidad del agua. Como Ejemplo, la expansión de la superficie de regadío 
en la cuenca del Alto Guadiana de 20.000 ha en los setenta a 130.000 ha en los noventa 
y las excesivas extracciones de las aguas subterráneas sobre todo durante los periodos 
de sequia han generado una reducción drástica del nivel de las aguas subterráneas, lo 
que ha causado la degradación de Las Tablas de Daimiel, un humedal importante en 
España declarado reserva de biosfera por el UNESCO, de 1.500 a 100 ha (Fornes et al. 




aguas subterráneas y la reducción de las precipitaciones causan pérdidas de la materia 
orgánica del suelo y la liberación del carbono secuestrado lo que aumente más las 
emisiones GEI a la atmosfera.            
Varios estudios han estimado los costes de daño del cambio climático y señalan que 
los impactos económicos podrían ser graves si no se toma medidas para mitigar las 
emisiones GEI y adaptarse a los impactos. Stern (2007) muestra que sin intervención 
para mitigar las emisiones GEI, los costes y riesgos del cambio climático serán 
equivalentes a una pérdida anual entre 5 y 20 por cien del PIB mundial.                   
Ciscar et al. (2010) estiman que los impactos del cambio climático sobre la 
agricultura, los ríos, los sistemas costeros y el turismo en Europa en 2080 podrían 
alcanzar entre los 25.000 millones € en un escenario de aumento de la temperatura de 
2,5 ºC, y los 65.000 millones € en un escenario de aumento de la temperatura de 5,4 ºC 
con subida del nivel del mar, causando pérdidas de bienestar entre 0,2 y 1 por cien.     
Los costes económicos y medioambientales del aumento de la escasez de agua y de 
la frecuencia y severidad de la sequia son elevados en las regiones áridas y semiáridas, y 
representan una amenaza a las actividades humanas y los ecosistemas. La Comisión 
Europea (EC 2007a) señala que 11 por cien de la población europea sufre de problemas 
relacionados con la escasez de agua y que los costes de sequia en Europa alcanzan los 
3.300 millones € por año. En los Estados Unidos, se estima que el coste de la sequia 
está entre 1.000 y 8.000 millones $ por año (FEMA 1995, NOAA 2008).  
La Comisión Europea (EC 2007b) señala que los costes de la sequia del 2005 en 
España han alcanzado los 2.500 millones € para el sector agrícola y los impactos 
medioambientales se han evaluado en 114 millones €. Pérez y Hurlé (2009) han 
estimado los costes de la sequia del 2005 en la cuenca del Ebro, sus resultados muestran 
que las pérdidas de renta del sector agrícola han superado los 400 millones € con la 
desaparición de 11.000 puestos de trabajo.  
Las proyecciones futuras de la situación climática muestran que probablemente las 
variables climáticas siguieran cambiando, aumentara la frecuencia de los días más 
calientes hasta 10 veces y las temperaturas máximas subirán entre 1 y 3 ºC a mitad del 
siglo veintiuno y entre 2 y 5 ºC a final del siglo, las precipitaciones se reducirán en 
algunas regiones y aumentara la frecuencia de las lluvias torrenciales. Las sequias se 




precipitaciones y el aumento de la evapotranspiración, especialmente en el sur de 
Europa, la Cuenca Mediterránea, América central y Méjico, el noreste de Brasil y el sur 
de África. La humedad del suelo se reducirá y el número de días secos consecutivos 
aumentara, verificando la tendencia de la intensificación de la sequia (IPCC 2011).  
4. Cambio climático y políticas europeas medioambientales  
La preocupación europea por el medioambiente y la conservación de los recursos 
naturales ha aumentado en los últimos años y se han elaborado varias políticas para la 
protección de los recursos naturales y la mejora del medio rural. Estas políticas han 
contribuido a la mitigación y la adaptación al cambio climático con diferentes efectos 
sobre las emisiones GEI y la capacidad adaptativa de la sociedad europea a los impactos 
del cambio climático. Un ejemplo son la Política Agraria Común (PAC), las directivas 
sobre los recursos hídricos (Directiva Marco del Agua, Directiva de Nitratos, 
Comunicación de la UE sobre escasez y sequia, Directiva de inundaciones), la Directiva 
de Control y Prevención Integrada de la Contaminación (IPPC), la propuesta de la UE 
sobre la creación de una Directiva Marco de Suelo, y el Libro Blanco de la UE sobre 
adaptación al cambio climático. A continuación se examinan las políticas y directivas 
más relevantes, que constituyen las normas legislativas que definen las medidas de 
mitigación de GEI en la agricultura y de adaptación al cambio climático para los 
recursos hídricos.    
4.1. La Política Agraria Común 
La Política Agraria Común es una de las políticas más importantes y uno de los 
elementos esenciales del sistema institucional de la Unión Europea. La PAC gestiona 
las ayudas destinadas al sector agrícola europeo y contribuye a la protección de los 
precios de los productos agrícolas. Este instrumento político ha contribuido al 
incremento de la productividad agrícola, ha permitido modernizar el sector agrario, y ha 
impulsado el desarrollo de las aéreas rurales en Europa.     
Sin embargo, los efectos medioambientales adversos que genera el sector agrario 
como la contaminación de los recursos hídricos por los nutrientes y la contaminación 
atmosférica, además del exceso de la producción agrícola en los años noventa han sido 
las primeras señales a la Unión Europea para cambiar el enfoque político agrario de un 




reevaluación del papel del sector primario en cuanto a su relación con los ecosistemas y 
la generación de servicios medioambientales. 
Las sucesivas reformas de la PAC han contribuido progresivamente a la 
sostenibilidad de la producción agrícola, la conservación de los recursos naturales y la 
protección de los ecosistemas. En la reforma del 1992, se ha reducido la protección a los 
precios agrícolas y se ha fomentado el uso de las medidas agroambientales a través de la 
compensación económica a los agricultores por realizar prácticas menos rentables 
económicamente y que son ambientalmente beneficiosas. 
La Agenda 2000, otra reforma de la PAC incluyó las cuestiones medioambientales 
mediante reducciones más importantes de la protección de los precios de los productos 
agrícolas y el establecimiento de las ayudas directas condicionadas por el cumplimiento 
de obligaciones medioambientales. Además de la definición de la política de desarrollo 
rural. 
La reforma intermedia de la PAC del 2003 tuvo como objetivo limitar el gasto 
agrícola, mantener las rentas agrarias, e integrar el medioambiente en la producción 
agraria a través de la condicionalidad. Además la reforma intermedia pretendía orientar 
la producción agraria hacia los productos y servicios deseados por la sociedad, 
promover los sistemas agrarios tradicionales y de gran valor ambiental así como 
responder a las expectativas de la sociedad en el ámbito ambiental. La reforma ha 
introducido el “pago único por explotación” basado en el desacoplamiento de las ayudas 
a la renta de las producciones, y en la condicionalidad de las ayudas al cumplimiento de 
los requisitos medioambientales, la salud pública, y el bienestar animal. 
La reforma del 2008 conocida como el “chequeo sanitario” se ha establecido para 
seguir modernizando el sector agrícola europeo, simplificar la PAC y eliminar las 
restricciones gravadas sobre los agricultores. El objetivo principal de esta reforma es 
permitir que los agricultores respondan mejor a las señales del mercado y enfrentan los 
nuevos desafíos socioeconómicos y medioambientales como la mitigación y la 
adaptación al cambio climático, la gestión de los recursos hídricos, y la protección de la 
biodiversidad. Para este fin se han puesto en marcha una serie de medidas como la 
eliminación gradual de las cuotas de leche, el desacoplamiento total de las ayudas 
excepto para algunas especies animales, ayudas a los sectores con problemas especiales, 
la ampliación del régimen de pago único por superficie hasta 2013, la supresión de la 




En la actualidad, la PAC contribuye significativamente al esfuerzo de mitigación y 
adaptación al cambio climático, el desacoplamiento de las ayudas a la renta de la 
producción garantiza a los agricultores un nivel mínimo de ingreso y promueve la 
gestión sostenible de los recursos naturales y el mantenimiento de los ecosistemas. Este 
nivel mínimo de ingresos sirve también como garantía para los agricultores si ocurre 
algún fenómeno extremo como sequia o inundación. Las medidas agroambientales  
permiten reducir la intensificación de la agricultura, fomentar la forestación, potenciar 
la agricultura ecológica, y garantizar el bienestar animal, lo que reduce las emisiones 
GEI del sector y potencia el secuestro de carbono por los bosques y los suelos agrícolas. 
También los agricultores que no cumplen las normas medioambientales establecidas en 
cuanto a las prácticas agrarias, la salud humana y el bienestar animal podrían ser 
penalizados mediante reducciones parciales o totales de las ayudas. Sin Embargo, la 
eliminación de la retirada obligatoria de tierras puede tener efectos negativos sobre el 
balance de carbono en los suelos.  
Los programas de desarrollo rural de la PAC promueven el desarrollo sostenible de 
las áreas rurales lo que garantiza el crecimiento económico de estas aéreas pero también 
la protección del medioambiente a través del apoyo económico a los proyectos de 
desarrollo rural sostenible como la iniciativa Leader, los programas de formación y 
asesoramiento a los agricultores, y los proyectos de la modernización del sector agrícola 
y la valorización de los productos forestales. También, existe un importante apoyo a la 
producción y el uso de las energías renovables y la eficiencia energética mediante el 
mejor aprovechamiento de la biomasa y los subproductos ganaderos. Varios programas 
de desarrollo rural han financiado la construcción de instalaciones ganaderas para un 
mejor aprovechamiento de los estiércoles animales y la reducción de las emisiones 
contaminantes que generan. Los programas de desarrollo rural permiten también 
recuperar las tierras agrícolas y forestales dañadas por los fenómenos naturales 
extremos a través de ayudas económicas e institucionales en especial en las áreas 
desfavorecidas.   
La incorporación de la nueva dimensión climática de la PAC es importante para 
garantizar la sostenibilidad del sector agrario y desarrollar la capacidad adaptativa de los 
agricultores. En este sentido, varios instrumentos de política se han puesto en marcha 
para conseguir los objetivos europeos de reducir las emisiones GEI y cumplir con los 




impactos socioeconómicos de estas políticas a nivel local considerando además de las 
exigencias medioambientales, los objetivos del crecimiento económico y el desarrollo 
rural. También, en ausencia de un acuerdo internacional sobre cambio climático donde 
cooperan todos los países, parece que unas políticas medioambientales muy restrictivas 
podrían penalizar el sector agrario europeo y desplazar la producción a otras regiones 
del mundo. Los nuevos desafíos para la PAC serán el diseño y la implementación de un 
enfoque integrado que permite conseguir los objetivos medioambientales y evitar 
conflictos con los objetivos socioeconómicos. La UE indica que los principales 
objetivos de la PAC post 2013 serán garantizar la seguridad alimentaria y la calidad de 
los productos agrícolas, crear empleo y mantener la viabilidad de las áreas rurales, 
promover la competitividad y la sostenibilidad del sector agrario, y proteger el 
medioambiente considerando en especial los problemas relacionados con el cambio 
climático, la biodiversidad, la gestión de agua y la eficiencia energética.     
4.2. La Directiva Marco del Agua    
La Directiva Marco del Agua (DMA) establecida en el año 2000 representa el marco 
legal para la protección de las aguas continentales, costeras y subterráneas y las aguas 
de transición. La DMA tiene como objetivos principales: 1) la prevención del deterioro 
adicional, la protección y la mejora de los ecosistemas acuáticos, así como de los 
ecosistemas terrestres dependientes; 2) la promoción de los usos sostenibles del agua; 3) 
la protección y mejora del medio acuático; 4) la reducción de la contaminación de las 
aguas subterráneas; 5) la reducción de los efectos de inundaciones y sequías. 
 Respecto a las aguas superficiales, la directiva sugiere la caracterización de las 
distintas masas de agua y el establecimiento de condiciones de referencia 
hidromorfológicas y fisicoquímicas específicas para cada cuenca. 
La DMA promueve la eficiencia y la sostenibilidad del uso de los recursos hídricos 
con mecanismos de mando y control como los límites de emisión, los estándares de 
calidad del agua y la instalación de estaciones de control para evitar la contaminación de 
las aguas superficiales y subterráneas por las sustancias peligrosas, y con instrumentos 
institucionales y económicos como la gestión participativa del agua por cuenca, y la 
tarificación para recuperar los costes completos de los servicios relacionados con el uso 




La gestión participativa por cuenca es una herramienta potente de gestión de los 
recursos hídricos. La DMA define la cuenca como la unidad básica de gestión del agua 
e indica la necesidad de determinar las presiones y los impactos del uso del agua a nivel 
de cuenca y elaborar planes de gestión sostenible que garantizan el buen uso del 
recurso. La directiva ha puesto como límite para finalizar los planes el año 2009. Sin 
embargo, varios países incluso España no han llegado a acabar los planes de todas las 
cuencas y están solicitando la ampliación del plazo.     
Otra herramienta que propone la DMA es los costes completos de los servicios 
relacionados con el uso del agua. Estos costes completos han de incluir los costes 
financieros (los gastos de prestación y administración, de explotación y mantenimiento 
y los del capital), los costes medioambientales (los costes de los daños que el uso del 
agua supone a los ecosistemas como la salinización, la eutrofización y el deterioro de 
los suelos productivos), y los costes del recurso (costes de oportunidad de utilización 
del agua en otros usos). Por tanto, la política de tarificación se considera un mecanismo 
clave para paliar los problemas de escasez de agua, ya que se supone que este tipo de 
política permitiría reducir el uso del agua de riego. La comisión europea cree que los 
precios de agua forzaran a los agricultores a mejorar la eficiencia de los sistemas de 
riego, reducir la superficie de riego y modificar las prácticas agrícolas. Pero es 
discutible que los precios del agua sirven para reducir la demanda de agua de riego.  
Varios estudios (Yang et al. 2003, Cornish et al. 2004, Martínez y Albiac 2006) 
evalúan la eficiencia del enfoque de tarificación, y muestran que el mecanismo de 
precios de agua no permite alcanzar una asignación adecuada del agua en regadío y no 
reducen las emisiones contaminantes difusas. La razón es que el agua de riego es un 
bien comunal (rivalidad y no exclusión) con externalidades medioambientales, y los 
instrumentos económicos puros no funcionan correctamente con los bienes comunales 
(Ostrom 2002). El enfoque de tarificación solo puede funcionar donde el agua es un 
bien privado, como es el caso del agua de uso urbano e industrial en red, pero no el agua 
para riego o para uso medioambiental.  
La DMA pretende con los diferentes instrumentos de política conseguir el buen 
estado ecológico de todas las masas de agua en 2015, lo que no es fácil de conseguir por 
la falta de información estadística y de conocimientos científicos sobre los procesos 
biofísicos. Esta información estadística y conocimientos científicos son indispensables 




políticas requiere la cooperación de los diferentes usuarios del agua. Sin embargo, la 
DMA se considera una herramienta clave para el diseño de las políticas de adaptación al 
cambio climático en el sector de los recursos hídricos y de planificación hídrica a nivel 
de cuenca. 
4.3. La Directiva de Nitratos  
La Unión Europea aprobó en 1991 la Directiva de Nitratos para proteger los recursos 
hídricos superficiales y subterráneos de la contaminación difusa por nitratos de origen 
agrario. La directiva pretendía reducir la contaminación derivada del uso de los 
fertilizantes nitrogenados y los estiércoles en las actividades agrícolas. 
Los estados miembros tenían que definir en su territorio las aguas subterráneas 
afectadas por la contaminación así como las aguas superficiales para abastecimiento 
urbano. El criterio para declarar una zona de acuíferos como vulnerable es que               
la concentración de nitratos supere los 50 mg/l N-NO3
-
. Las zonas vulnerables son 
aquellas superficies territoriales cuyo drenaje da lugar a la contaminación por nitratos. 
También los estados miembros tenían que identificar las masas de agua, los estuarios, y 
las aguas costeras que están eutrofizadas o bajo riesgo de eutrofización.  
Los estados miembros tenían que establecer códigos voluntarios de buenas prácticas 
agrarias, estos códigos incluyen medidas que regulan el tiempo y las condiciones de 
aplicación de los fertilizantes nitrogenados a las suelos agrícolas como la prohibición de 
la aplicación de nitrógeno en terrenos inclinados, escarpados o situados cerca de masas 
de agua, y promover el uso de buenas prácticas agrarias como la rotación de cultivos, el 
mantenimiento de cubiertas vegetales en invierno, y el uso de cultivos intermedios, así 
como disponer de una capacidad mínima de almacenamiento de los estiércoles. 
Los estados miembros tenían que elaborar y aplicar programas de acción para las 
zonas vulnerables que tienen carácter obligatorio. Los programas incluyen las medidas 
de los códigos de buenas prácticas, así como medidas destinadas a limitar la aplicación 
de fertilizantes que contengan nitrógeno considerando las necesidades de cultivos y las 
diferentes fuentes de nitrógeno (fertilizantes minerales, estiércoles, materia orgánica, 
fijación biológica), y a poner límites para la aplicación de estiércoles ganaderos.  
La directiva establece también que los estados miembros tienen que controlar la 
calidad de las aguas con mediciones de los compuestos nitrogenados en las masas de 




contengan una evaluación del impacto medioambiental de las medidas establecidas por 
la directiva sobre las masas de agua y las posibles revisiones de las zonas vulnerables y 
los programas de acción.   
En las zonas vulnerables, la directiva establece un máximo de aplicación de 
fertilizantes orgánicos equivalente al aporte de 170 Kg N/ha, que se controlan mediante 
un libro de registro del balance de nitrógeno en cada explotación agraria. La eficacia de 
este mecanismo de control es cuestionable porque el control se hace de manera aleatoria 
sobre explotaciones individuales y no se tiene en cuenta las mediciones de la carga 
contaminante total procedente del polígono de riego. En el resto de zonas de cultivo, 
existe una limitación de 210 kg N/ha en el aporte de estiércoles que no se comprueba. 
Los límites establecidos por la Directiva han sido malinterpretados, porque se 
generalizan en cualquier situación sin tener en cuenta las necesidades de cultivos y las 
características biofísicas y productivas locales. Orús (2007) señala que los límites de 
nitrógeno orgánico establecidos no son válidos en las regiones donde el peso de los 
cultivos en secano es importante como en Aragón. 
La Directiva de Nitratos constituye una herramienta importante para hacer frente al 
cambio climático mediante la paliación de los problemas relacionados con la 
contaminación difusa de origen agrario. El uso excesivo de abonados nitrogenados y de 
estiércoles contribuye al empeoramiento de la calidad de las aguas superficiales y 
subterráneas, y también al aumento de las emisiones del óxido nitroso y de metano. El 
uso de las buenas prácticas agrarias como recomienda la directiva reduce las emisiones 
contaminantes que generan los procesos productivos y aumenta el secuestro de carbono 
por los suelos y la vegetación.          
4.4. Comunicación de la UE sobre escasez y sequia 
El problema de la sequia y la escasez de agua ha aumentando considerablemente en 
las últimas décadas en Europa por el aumento de las extracciones de los recursos 
hídricos. Se proyecta que la situación se agravara en los próximos años por el efecto del 
cambio climático. En el año 2007, la UE ha elaborado una Comunicación sobre el 
desafío de la escasez de agua y la sequia en Europa (EC 2007a). La Comunicación 
identifica siete principales opciones políticas para tratar el problema de la escasez y 
sequia. Estas opciones políticas son: 1) implementar la política de la tarificación del 
agua; 2) mejorar la planificación de los usos del suelo y la asignación del agua entre 




construcción de infraestructuras adicionales de abastecimiento de agua; 5) apoyar la 
implementación de tecnologías y prácticas más eficientes del uso del agua; 6) promover 
programas educativos sobre ahorro de agua; 7) mejorar los conocimientos y la 
información ligados al uso de agua. 
En esta Comunicación, la UE insiste sobre el enfoque de traficación del agua 
incluyendo los costes medioambientales y de la escasez de agua como lo define la 
Directiva Marco del Agua, con además la introducción de programas obligatorios de 
medición del uso de agua en todos los sectores así como desarrollar incentivos fiscales 
para promover las prácticas eficientes del uso de agua, en particular en zonas con 
problemas serios de escasez de agua. También, la Comisión Europea indica la necesidad 
de adaptar los usos del suelo con los recursos hídricos disponibles, y cuantificar las 
presiones que supone el uso del agua a nivel de cuenca. 
Otra propuesta de la comisión europea para enfrentar la escasez de agua y la sequía, 
es promover las inversiones en las infraestructuras relacionadas con la gestión del agua 
(almacenamiento, distribución y tratamiento) y en las tecnologías limpias y de eficiencia 
hídrica así como medidas de prevención del riesgo. Debido a las restricciones 
presupuestarias, la comisión propone integrar estas acciones dentro de los programas de 
desarrollo regional y local, e indica que estas medidas podrían implementarse como 
medidas complementarias a las medidas de gestión de la demanda de agua.   
La gestión del riesgo de sequía es una medida importante que recomienda la 
comunicación, porque permite reducir los impactos de la sequia y aumentar la 
capacidad adaptativa de la sociedad. La gestión del riesgo de sequia consiste en elaborar 
planes de sequía con mapas de zonas de presión hídrica, diferentes niveles de alerta, 
sistemas de alerta, y medidas a adoptar. España, Portugal y Reino Unido son los únicos 
países que han elaborado planes de sequia hasta el momento.    
La comisión europea indica a los estados miembros la posibilidad del empleo de los 
diferentes instrumentos financieros que proporciona la UE para enfrentar la escasez de 
agua y la sequia como el fondo de solidaridad de la UE, el mecanismo europeo de 
protección civil, los fondos destinados a la mejora de la gestión del agua en la 





En España, el control y la gestión de la sequia se hace mediante sistemas de 
indicadores del estado hidrológico en las diferentes cuencas hidrográficas, y la 
elaboración de planes especiales de sequia en cada cuenca y de planes de emergencia 
para los abastecimientos urbanos mayores de 20.000 habitantes. Con estas medidas se 
pretende determinar de manera temprana las situaciones de sequia a través de la 
definición gradual de las situaciones de prealerta, alerta y emergencia y la elaboración 
de medidas adecuadas correspondientes. Las medidas son de tres tipos: medidas 
estratégicas que consisten en actuaciones a largo plazo de carácter institucional e 
infraestructural, que forman parte de la planificación hidrológica (estructuras de 
almacenamiento y regulación, normativas y ordenación de usos), medidas tácticas que 
consisten en actuaciones a corto plazo planificadas y validadas con anticipación en el 
marco del plan de sequía, y medidas de emergencia que se adoptan en situaciones de 
sequías graves. En situaciones de sequias graves, se podría permitir el uso de las aguas 
subterráneas mediante pozos de emergencia para aumentar las disponibilidades hídricas. 
A nivel de la cuenca del Ebro, se ha elaborado un plan especial de actuación en 
situaciones de alerta y eventual sequia (CHE 2007). En el plan se han definido los 
diferentes niveles de alerta para los diferentes usos de agua y el marco legal de 
actuación así como las prioridades de uso. También se han determinado una serie de 
medidas a adoptar en cada situación como por ejemplo, en situación de prealerta se 
intensifica el seguimiento de la situación, la elaboración de previsiones, la 
concienciación de ahorro, y la información a los usuarios. En situación de alerta, se 
forma una comisión permanente de sequía, con la verificación continua del 
funcionamiento de los abastecimientos, la intensificación de las campañas de ahorro en 
abastecimiento, la reducción de dotaciones de abastecimiento en usos públicos (riego de 
parques y jardines…), la reducción de dotaciones agrícolas hasta un 10 por cien, dando 
prioridad al mantenimiento de los cultivos leñosos, la puesta en marcha de las 
infraestructuras de sequía existentes (pozos de sequía, interconexiones de sistemas...), el 
seguimiento y la evaluación de los caudales ecológicos, el seguimiento de los 
indicadores de calidad de las aguas, y en las grandes zonas regables se establece normas 
excepcionales de reparto de agua entre los usuarios con la posibilidad de conceder 
ayudas financieras al sector agrícola. En situación de emergencia, las medidas definidas 
en el plan consisten en la imposición de restricciones al consumo para los 




prohibirlo totalmente, el fomento del intercambio de derechos de uso de agua entre 
usuarios, la reutilización del agua, y el mantenimiento de volúmenes de reserva para 
abastecimiento así como la protección de los ecosistemas más vulnerables y de mayor 
valor.  
4.5. Directiva de Control y Prevención Integrada de la Contaminación (IPPC)       
 La Directiva IPPC establecida por la comisión europea en 1996 y modificada en 
2008, tiene como objetivo reducir la contaminación del medioambiente generada por las 
actividades industriales y garantizar que estas actividades sean responsables de las 
externalidades medioambientales negativas que causan. La directiva establece que para 
poder ejercer las actividades de producción, las instalaciones industriales con un 
elevado potencial de contaminación (energía, industria química, ganadería…) deben 
cumplir con unos requisitos medioambientales mínimos, sobre todo en término de 
emisiones de sustancias contaminantes.  
La directiva incluye las instalaciones ganaderas destinadas a la cría intensiva de aves 
de corral y de cerdos que dispongan de más de 40.000 plazas de aves de corral, 2.000 
plazas de cerdos de cría (de más de 30 kg), y 750 plazas de cerdas reproductoras.  
Para recibir la licencia de la actividad, las instalaciones ganaderas deben cumplir con 
algunas obligaciones como el uso de medidas adecuadas de reducción de la 
contaminación, conocidas como las Mejores Técnicas Disponibles (MTD), el uso 
eficiente de la energía, y la minimización de los daños medioambientales y la 
restauración de los sitios de trabajo cuando se finalice la actividad. También, las 
obligaciones incluyen límites de emisión, medidas de manejo de los residuos, y control 
ambiental de las actividades.   
Las MTD es una serie de medidas que deben implementar las instalaciones 
ganaderas para reducir las emisiones contaminantes (óxido nitroso, metano, 
amoniaco…) como el uso de buenas prácticas ambientales, la mejora de la alimentación 
del ganado, el diseño adecuado del alojamiento del ganado, el mejor aprovechamiento 
de los estiércoles, y el ahorro en el uso del agua y de la energía (EC 2003).  
Los estados miembros son los responsables de definir las MTD que se adaptan con 
sus condiciones locales, y de controlar las emisiones de las instalaciones ganaderas 
autorizadas. Los estados miembros están llamados a presentar informes a la comisión 




5. Metodología de investigación 
El objetivo de este trabajo es analizar las emisiones de gases de efecto invernadero y 
las emisiones de lixiviado de nitrógeno, que generan las actividades agro-ganaderas en 
Aragón, y evaluar varias políticas de mitigación de las emisiones GEI a la atmosfera, de 
control de la contaminación por nitratos de los recursos hídricos, y de adaptación de los 
recursos hídricos al cambio climático.  
El análisis se ha llevado a cabo en la provincia de Huesca utilizando un modelo 
bioeconómico espacial de programación lineal de las actividades de cultivo y de la 
ganadería, incluyendo información sobre los usos del suelo, sistemas de riego, datos 
climáticos y de manejo de cultivos, datos económicos, y información sobre la 
contaminación que generan estas actividades. 
La contaminación agrícola por los gases de efecto invernadero, los nutrientes, 
pesticidas y sales es una externalidad negativa de la producción, con efectos negativos 
medioambientales y socioeconómicos. Este tipo de contaminación genera emisiones 
difusas que tienen características diferentes de las emisiones puntuales de las 
actividades industriales e urbanas. El problema de las emisiones difusas es la dificultad 
de observar las emisiones en el origen y de identificar los responsables de estas 
emisiones a un coste aceptable, además de la complejidad y las incertidumbres ligadas a 
los procesos biofísicos y climáticos. 
Para ello es necesario introducir instrumentos de política medioambiental para 
internalizar y corregir esta externalidad. Shortle y Horan (2001) y Perman (2003) 
presentan varios instrumentos técnicos y económicos para controlar la contaminación 
difusa que generan las actividades agrícolas. Los instrumentos se clasifican en tres 
tipos: mando y control, instrumentos económicos, e instrumentos institucionales 
(Cuadro 2).  
5.1. Área de estudio  
El estudio analiza las actividades de cultivo y de ganadería en cuatro comarcas de la 
provincia de Huesca: Barbastro, Cinca Medio, Hoya de Huesca y Monegros. La 
provincia de Huesca se encuentra en el noreste de España en el valle medio del Ebro, 
incluye casi la mitad de la superficie de regadío de Aragón (181.000 ha) y 2,5 millones 





Cuadro 2. Clasificación de los instrumentos de control de la contaminación 
Instrumento Tipo de instrumento Descripción 
Instrumentos de mando y control 
  Control sobre la cantidad de inputs Restricciones sobre el uso de inputs  
Estándares 
Control de output: cuotas o 
prohibiciones 
Restricciones productivas sobre la 
cantidad de output 
  Límites de emisiones 
Regulación de la cantidad máxima de 
emisiones 
Instrumentos económicos 
  Impuestos sobre inputs o output 
Impuesto sobre inputs o output por 
unidad de producto  
Impuestos/Subvenciones 
Subvenciones para prácticas de 
control  
Subvenciones para prácticas menos 
contaminantes  
  Contratos para la retirada de tierra  
Subvenciones para retirada de tierras 
de cultivo  
  Pagos por responsabilidad Pagos para compensar daños 
Mercados Mercado de inputs Intercambio de derechos de inputs 
  Mercado de emisiones 
Intercambio de permisos o derechos 
de emisión 
Instrumentos institucionales 
Leyes de responsabilidad Reglas de negligencia 
Leyes de responsabilidad para daños 
medioambientales 
Enfoques voluntarios Pagos por no cumplimiento 
Pagos por no cumplimiento de los 
límites de emisión por parte de los 
contaminadores 
Desarrollo de la 
responsabilidad social Programas sociales y de educación  
Conservación de energía y 
Ecoetiquetas   
Facilidad de negociación 
Reducción de costes de 
transacciones 
Acceso público a la información 
sobre contaminación  
Fuente: Perman (2003), y Shortle y Horan (2001).  
 
Los principales cultivos en regadío de la región son alfalfa (33.000 ha), maíz (30.000 
ha), cebada (53.000 ha) y trigo (20.000 ha) en cultivos herbáceos, y viñedo (2.000 ha), 
olivo (2.500 ha), peral (3.000 ha) y melocotonero (6.000 ha) en cultivos leñosos. 
Las condiciones climáticas semiáridas y las escasas precipitaciones de la zona hacen 
del riego una práctica indispensable para la viabilidad de la agricultura. La distribución 
de la superficie de regadío por sistemas de riego es: 81.000 ha (45%) en riego por 
superficie, 85.000 ha (47%) en riego por aspersión, y 15.000 ha (8%) en riego 
localizado (Cuadro 3).  
5.2. Descripción del modelo de análisis    
El análisis se basa en un modelo bioeconómico regional que incluye las principales 
actividades de cultivo en secano y regadío, y la ganadería de porcino y vacuno. El 
modelo incluye un número elevado de actividades en un extenso ámbito espacial, por lo 




Beneke y Winterboer (1984) señalan que la programación lineal es un método 
adecuado para analizar problemas de asignación de recursos naturales y simular 
políticas agrarias y medioambientales. La razón es que permite introducir gran cantidad 
de información técnica y económica a un nivel de desagregación apropiado, de forma 
que se puedan considerar un gran número de alternativas en la toma de decisión. El 
modelo de programación lineal simula distintos escenarios de políticas de mitigación y 
adaptación al cambio climático mediante la variación de los parámetros del modelo 
según los distintos escenarios considerados. La precisión de los resultados depende de la 
exactitud de los coeficientes del modelo que definen las relaciones entre las variables. 
Los modelos de programación lineal han sido empleados en la literatura para analizar 
el problema del cambio climático (De Cara et al. 2005, Rozakis y Sourie 2005, Macleod 
et al. 2010). Estos modelos permiten analizar medidas técnicas e introducir cambios en 
las tecnologías de producción relacionadas con las prácticas de manejo agrícola. 
Además, estos modelos consideran la heterogeneidad local en cuanto a las condiciones 
climáticas, biofísicas, socioeconómicas, y la orientación productiva de las regiones lo 
que no se puede hacer con los modelos de equilibrio general. Sin embargo, los modelos 
de programación lineal tienen el inconveniente de no considerar la interacción y los 
flujos de inputs y de outputs entre los diferentes sectores de la economía y los precios 
de los inputs y de los outputs son exógenos y fijos.    
El modelo desarrollado en este estudio maximiza el margen neto de las actividades 
de cultivo y de la ganadería sujeto a restricciones técnicas y económicas y bajo los 
supuestos de que la tecnología de producción es de tipo Leontief y que los precios de 
producción son exógenos.
4







                                                 
4
 La función de producción de Leontief es la función de producción en el que los factores de producción 
se usan en proporción fija, de manera que no hay sustitución entre los factores. La función viene dada por 
y=Min((x1/a),(x2/b)), donde y es la cantidad producida, x1 y x2 son las cantidades de factores de 















































































          [5] 
0, ji XX ; 28,...,1i ; 5,...,1j  
La función objetivo representa la renta neta de los agricultores igual a la suma del 
margen neto por hectárea 
iC ' de cada cultivo i (i=1…, 28) por la superficie cultivada y 
el margen neto por cabeza de ganado 
jC '  de cada categoría de ganado j (j=1…, 5) por 
el número de cabezas de ganado. El margen neto es igual a la diferencia entre ingresos y 
costes directos e indirectos y amortizaciones. Esta información se ha calculado a partir 
de los resultados económicos de las explotaciones agrícolas publicados por MARM 
(2009) e Iguácel y Espada (2011). Xi y Xj son las variables de elección en el problema 
de optimización correspondientes respectivamente a la superficie de cada cultivo i y al 
número de cabezas de cada categoría de ganado j.   
Las restricciones de suelo [1] representan la superficie total disponible ds para los 
grupos de cultivos herbáceos y leñosos, en secano y regadío. Para establecer estas 
restricciones, se dispone de información sobre la superficie ocupada por cada cultivo en 
los últimos años en término comarcal (Gobierno de Aragón 2009a). En la superficie de 
los cultivos en regadío se distingue entre la superficie con riego por inundación, 
aspersión y goteo. 
Las restricciones de agua [2] determinan la cantidad de agua disponible 
mensualmente dwm y anualmente DwT, mientras que Wmi son los coeficientes de 
necesidades de agua de riego mensual de cada cultivo i y Wmj son los coeficientes de 




disponibilidades de agua se calculan a partir de las necesidades de agua de riego, las 
necesidades de agua de los animales, la superficie del conjunto de los cultivos, y el 
número de cabezas de ganado.  
La necesidad de agua de riego del cultivo es igual a la necesidad hídrica neta dividida 
por la eficiencia del sistema de riego (0,6 inundación; 0,75 aspersión; y 0,9 goteo). La 
necesidad hídrica neta es igual a la evapotranspiración del cultivo menos la 
precipitación, y la evapotranspiración del cultivo se obtiene aplicando los coeficientes 
de cultivo Kc a la evapotranspiración de referencia. La evapotranspiración de referencia 
se calcula con los datos meteorológicos comarcales procedentes de la red SIAR 
(Servicio Integral de Asesoramiento al Regante). Para estimar estas variables se utiliza 
el procedimiento de Martínez Cob et al. (1998) mejorado por Tejero (2003), que 
consiste en utilizar el método de Hargreaves. Las necesidades de agua del ganado se han 
tomado de varios trabajos (Orús 2000, FAO 2006). 
En las restricciones de mano de obra [3], Omi y Omj representan los coeficientes de 
necesidades de mano de obra mensual de cada cultivo i y de cada categoría de ganado j, 
respectivamente, y dom y DoT representan respectivamente las disponibilidades de mano 
de obra mensual y anual. La disponibilidad de mano de obra se ha calculado a partir de 
la información de costes proporcionada por el Ministerio de Medio Ambiente y Medio 
Rural y Marino (MARM 2009).   
Las restricciones de agregación [4] expresan que el vector de producción de los 
cultivos Xi es combinación lineal convexa de los vectores de producciones históricas 
observadas en los últimos cinco años Xin, y los parámetros αn son los coeficientes de la 
combinación lineal convexa. Esta restricción permite trabajar a nivel agregado sin 
necesidad de tener información adicional detallada sobre cada explotación individual 
(Önal y McCarl 1991). 
La restricción [5] expresa el número disponible de plazas Lj para cada tipo de ganado 
j. Estos datos se han tomado de las estadísticas de la ganadería del Gobierno de Aragón 
(2009b). En la restricción, PLj representa el número máximo de cabezas de cada 
categoría de ganado por plaza y año (1 cabeza por plaza de reproductoras de porcino; 
2,3 cabezas por plaza de cebo porcino; y 1 cabeza por plaza de vacuno). En el modelo 
se ha asumido que la variación máxima del número de cabezas de ganado no supera el 
±15 por cien respeto a la situación actual, debido al carácter casi-fijo de las 








 ha) 138 
Superficie en regadío/Superficie total (%) 60 
Superficie en secano/Superficie total (%) 40 
Superficie de herbáceos/Superficie total (%) 95 
Superficie de leñosos/Superficie total (%) 5 
Uso de agua (m
3
/ha) 6.400 
Uso de nitrógeno mineral (kg/ha) 124 
Uso de nitrógeno orgánico (kg/ha) 23 
Lixiviado de nitrógeno (kg/ha) 44 
Margen neto de cultivos (€/ha) 290 
Número de plazas de porcino (10
3 
plazas) 875 
Número de plazas de vacuno (10
3
 plazas) 50 
Margen neto de ganadería (€/plaza) 30 
 
Un componente importante en el modelo empírico son las emisiones contaminantes 
que generan las actividades de cultivo y de la ganadería. Para estimar las emisiones 
GEI, se ha seguido la metodología del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre 
Cambio Climático (IPCC 1996), que combina el uso de factores de emisión por unidad 
de actividad y datos regionales específicos de cada actividad como las superficies de 
cultivos, el número de cabezas de ganado, el uso de los fertilizantes nitrogenados, las 
excreciones de nitrógeno de la ganadería, las emisiones de nitrógeno por lixiviación y 
escorrentía, datos sobre sistemas de manejo de estiércoles, y datos de los inventarios de 
GEI a nivel nacional y regional para validar los resultados (Cuadro 4).   
Las emisiones de nitrógeno por lixiviación y escorrentía se han estimado a partir de 
varios trabajos empíricos realizados en la zona de estudio como los de Isidoro (1999), 
Causapé et al. (2002), Cavero et al. (2003), Mema (2006). Los resultados de estos 
estudios señalan que las pérdidas de nitrógeno por lixiviación y escorrentía representan 
entre el 10 y el 50 por cien de los aportes de fertilizantes nitrogenados, depende de las 
condiciones climáticas y del manejo agrícola.    
El objetivo principal de este trabajo es analizar de manera profunda las fuentes de 
emisiones GEI resultantes de las actividades agrarias en el área de estudio, realizar una 
descripción espacial de estas emisiones, y determinar la interrelación entre las diferentes 
actividades de producción y las emisiones. También, se pretende evaluar el coste-
eficiencia de varias políticas de mitigación y adaptación al cambio climático. El modelo 
desarrollado se emplea para simular los efectos de las distintas medidas de política de 




agricultores, el uso de factores de producción, las emisiones contaminantes, la superficie 
cultivada, y el tamaño de la cabaña porcina.  
6. Análisis de los resultados  
El área de estudio desempeña un papel importante en la economía agraria de Aragón, 
contribuyendo significativamente a la producción final agraria, a la creación de empleo 
y al desarrollo rural, así como al aprovisionamiento de cantidades importantes de 
alimentos de buena calidad. Sin embargo, estas actividades generan emisiones 
contaminantes de GEI, emisiones de lixiviado de nitrógeno, de amoniaco, y de fósforo. 
Estas emisiones causan daños al medioambiente como la contribución al calentamiento 
global, la contaminación atmosférica, y la contaminación de los recursos hídricos, 
poniendo en peligro los bienes y servicios que proporciona el medioambiente a la 
sociedad. 
La renta neta que generan las actividades agrarias en el área de estudio alcanza los 67 
millones €, de los que 39 millones € de las actividades de cultivo y 27 millones € de la 
ganadería. Entre los cultivos, los herbáceos son los más importantes con una renta de 31 
millones € por las grandes superficies destinadas a estos cultivos (131.000 ha). Por 
termino comarcal, Monegros es la comarca más importante generando casi la mitad de 
la renta neta de los agricultores (31 millones €). Las demás comarcas (Barbastro, Cinca 
Medio, y Hoya de Huesca) generan rentas entre 10 y 14 millones € (Cuadro 5). 
Las actividades agrarias en el área de estudio generan principalmente cuatro 
diferentes categorías de emisión: emisiones directas e indirectas de óxido nitroso (N2O) 
de los suelos agrícolas, emisiones de óxido nitroso (N2O) del manejo de estiércoles, 
emisiones de metano (CH4) del manejo de estiércoles, y emisiones de metano (CH4) de 
la fermentación entérica. Las emisiones GEI alcanzan las 727.000 t CO2eq, lo que 
representa el 20 por cien de las emisiones GEI de origen agrario en Aragón. La 
ganadería emite 578.000 t CO2eq y las actividades de cultivo emiten 149.000 t CO2eq, 
representando el 80 y el 20 por cien de las emisiones de la zona, respectivamente. Este 
patrón de emisión difiere del patrón de emisión a nivel nacional, que es de 55 por cien 







Cuadro 4. Factores de emisión de GEI por categoría 
Categoría de emisión  Valor 
Emisiones de N2O de los suelos agrícolas (Kg N2O/Kg N):
*
 
 Emisiones directas 










Emisiones de CH4 del manejo de estiércoles (Kg CH4/cabeza): 
 Porcino 
 Vacuno de leche 





Emisiones de CH4 de la fermentación entérica (Kg CH4/cabeza): 
 Porcino 
 Vacuno de leche 





Fuente: IPCC (1996) y EEA (2010a). 
* 
El factor de emisión para las emisiones directas de N2O de los 
suelos agrícolas está relacionado con los aportes de fertilizantes nitrogenados y el factor de emisión para 
las emisiones indirectas está relacionado con las pérdidas de nitrógeno por lixiviación y escorrentía.  
 
La fuente más importante de emisiones es el manejo de estiércoles, que emiten unas 
467.000 t CO2eq, por la concentración de la cabaña porcina de Aragón en este área. 
Estas emisiones representan el 65 por cien de las emisiones de la zona, y el 37 por cien 
de las emisiones del manejo de estiércoles en Aragón. 
La comarca de Monegros emite más de la mitad de las emisiones GEI de la zona con 
374.000 t CO2eq, por las grandes superficies de regadío (44.000 ha) y la larga cabaña 
porcina (más de 1 millón de cabezas). Huesca es la comarca que menos emisiones GEI 
emite con casi 100.000 t CO2eq, representando el 14 por cien de las emisiones totales. 
Para analizar la interrelación entre las emisiones GEI y las actividades de 
producción, se utiliza un indicador que cuantifica la intensidad de emisión en cada 
comarca. Este indicador consiste en calcular la renta neta de los agricultores en Euros 
por tonelada de dióxido de carbono equivalente emitida. Cuanto más bajo es este 
indicador es más intensiva en emisiones la actividad.  
Los resultados muestran que el área de estudio es una zona intensiva en emisión con 
91 €/t CO2eq, muy por encima de la intensidad de emisión de las actividades agrarias en 
Aragón de 339 €/t CO2eq. La intensidad de emisión en Monegros (80 €/t CO2eq) es la 
más importante, superando el promedio de la zona. Barbastro es la comarca menos 









Hoya de  
Huesca Monegros Total 
N2O emisiones directas (10
3
 t CO2eq) 16 12 20 45 93 
N2O emisiones indirectas (10
3
 t CO2eq) 10 7 12 27 56 
N2O manejo de estiércoles (10
3
 t CO2eq) 3 8 5 9 25 
CH4 manejo de estiércoles (10
3
 t CO2eq) 63 88 45 246 442 
CH4 fermentación entérica (10
3
 t CO2eq) 15 32 17 47 111 
Emisiones totales (103 t CO2eq) 107 147 99 374 727 
Renta neta de cultivos (106 €)  9 8 5 17 39 
Renta neta de ganadería (106 €) 4 6 5 13 28 
Renta neta total (106 €) 13 14 10 30 67 
Intensidad de emisión (€/t CO2eq) 122 95 100 80 91 
 
La diferencia en la intensidad de emisión entre las comarcas es el resultado de la 
heterogeneidad local en cuanto a las prácticas de manejo agrícola y las diferencias entre 
los sistemas de producción y los usos del suelo. Un ejemplo de heterogeneidad es la 
distribución de superficie de cultivo por sistema de riego. Los sistemas de riego 
avanzados (aspersión y goteo) son más eficientes que el riego por inundación. Los 
sistemas de riego avanzados utilizan menos agua y nitrógeno para producir las mismas 
cantidades de productos, además las pérdidas de agua y la carga de emisiones 
contaminantes es menor. Otro tipo de heterogeneidad es la extensión de la superficie de 
secano que es donde se depositan los excedentes de estiércoles y no existe un control 
riguroso sobre los aportes de fertilizantes a los cultivos.  
Para corregir las externalidades negativas que causan las emisiones contaminantes de 
GEI, la administración pública debe diseñar políticas medioambientales adecuadas de 
mitigación de GEI y de adaptación al cambio climático, que orienten las prácticas 
agroforestales y ganaderas para hacer frente a los objetivos nacionales y globales. Sin 
embargo, estas políticas suponen unos costes para los agricultores y amenazan la 
viabilidad del sector agrícola. En este sentido, la evaluación económica de las políticas 
medioambientales a nivel local es un proceso importante antes de la implementación 
práctica de estas políticas.  
Las medidas de mitigación de GEI y de adaptación al cambio climático han sido 
frecuentemente estudiadas en la literatura sobre cambio climático (Bates 2001, IPCC 
2007, Macleod et al. 2010, Moran et al. 2011). Las principales medidas propuestas están 
principalmente ligadas a la mejora y la optimización del uso de los fertilizantes 




el mejor aprovechamiento de los fertilizantes orgánicos, el establecimiento de normas 
adecuadas de aplicación de purines y el uso de equipos de aplicación más precisos, y el 
apoyo a la agricultura de conservación. Para la ganadería, las recomendaciones son 
reducir el número de animales o la producción de productos de origen animal (leche, 
carne), mejorar la alimentación y el alojamiento de los animales, y la mejora genética.  
Para la adaptación de los recursos hídricos al cambio climático, se recomienda la 
optimización del uso del agua con la reducción de las perdidas en los sistemas de riego 
y la percolación con medidas como el uso de tecnologías avanzadas para determinar las 
necesidades exactas de riego de los cultivos y la aplicación del riego deficitario,  la 
reducción de las concesiones de agua a las comunidades de regantes, el apoyo a la 
modernización de regadíos y la implementación de políticas de traficación del agua. Los 
instrumentos económicos han tenido un especial interés en la literatura como los 
impuestos sobre los inputs contaminantes, los impuestos sobre las emisiones 
contaminantes, los impuestos sobre el uso de la tierra, el comercio de los derechos de 
emisión y las subvenciones por utilizar buenas prácticas agrarias De Cara et al. 2005, 
Pérez Dominguez et al. 2004, Calatrava et al. 2011).  
En este trabajo, se evalúa el coste-eficiencia de algunas medidas propuestas en la 
literatura. Estas medidas son impuesto sobre emisión, limite de emisión del 10 por cien, 
control de la calidad del agua de riego, limites de fertilización, impuestos sobre inputs 
(nitrógeno y agua de riego), mejora de la alimentación del ganado, reducción del 
tamaño de la cabaña porcina del 15 por cien, la restricción del uso de agua de riego del 
25 por cien. Para estas medidas se examina el efecto sobre el bienestar social, la renta de 
los agricultores, el uso de los inputs (nitrógeno, agua), la carga de emisiones 
contaminantes, y el coste de reducción de las emisiones GEI.  
Los cuadros 6 y 7 muestran los resultados de simulación de la situación actual y de 
las diferentes medidas de mitigación y adaptación al cambio climático. La situación 
actual representa el escenario base de análisis que refleja la actual asignación de suelos 



















 (103 ha) 
Cabaña porcina 
(103 cabezas) 
Base 49 67 18 134 2.050 
Impuesto emisión (te=25 €/t CO2eq) 67 49 18 136 1.940 
Limite emisión (10%) 49 65 16 130 1.769 
Control calidad de agua 48 65 17 100 2.050 
Limites fertilización  55 71 16 134 2.050 
Impuesto nitrógeno (tn=0,5 €/kg N) 48 58 17 114 2.050 
Impuesto nitrógeno (tn=1 €/kg N) 48 51 17 111 2.050 
Mejora alimentación ganado 46 64 18 134 2.050 
Reducción cabaña porcina (15%) 48 64 16 134 1.746 
Impuesto agua (tw=0,02 €/m
3
) 48 57 18 119 2.050 
Impuesto agua (tw=0,05 €/m
3
) 47 43 18 117 2.050 
Reducción concesiones agua (25%) 43 61 18 118 2.050 
 
El bienestar social de las actividades de cultivo y de la ganadería es la renta de los 
agricultores menos el daño medioambiental, eBS . , donde   es el precio de 
los derechos de emisión de CO2 en el mercado internacional y alcanza los 25 €/t CO2eq, 
y e  es la carga contaminante total de las emisiones GEI. 
El bienestar social en el escenario base alcanza los 49 millones €, con 18 millones € 
de daño medioambiental resultante de los 727.000 t CO2eq que emiten las actividades 
de cultivo y de la ganadería. La presión de las actividades agrícolas del área de estudio 
sobre los recursos hídricos en Aragón es importante, las extracciones de agua alcanzan 
los 600 hm
3
 y la contaminación por nitrógeno es 6.000 t N. 
La elevada carga ganadera de la zona genera unas 10.600 t N en forma de estiércoles, 
de los que se utilizan aproximadamente el 30 por cien en la fertilización de los cultivos. 
El resto de las necesidades en nitrógeno de cultivos se cubren con fertilizantes 
nitrogenados minerales. Este hecho, genera un excedente de estiércoles que alcanza las 
7.500 t N, causando contaminación de la atmosfera con emisiones de óxido nitroso y 
contaminación por nitratos de los recursos hídricos, por las dificultades del manejo de 
los estiércoles excedentarios. Este problema es general en Aragón, ya que se estima que 















estiércol (t N) 
Lixiviado N 
(t N) 
Emisiones GEI  
(103 t CO2eq) 
Base 567 19.720 7.500 5.930 727 
Impuesto emisión (te=25 €/t CO2eq) 569 19.900 7.110 5.980 700 
Limite emisión (10%) 549 19.080 6.680 5.730 655 
Control calidad de agua 503 13.140 8.800 3.950 677 
Limites fertilización 567 10.750 2.170 2.670 653 
Impuesto nitrógeno (tn=0,5 €/kg N) 505 16.890 9.350 4.680 694 
Impuesto nitrógeno (tn=1 €/kg N) 497 16.300 9.550 4.520 690 
Mejora alimentación ganado 567 19.720 4.640 5.930 726 
Reducción cabaña porcina (15%) 558 19.720 6.260 5.930 655 
Impuesto agua (tw=0,02 €/m
3
) 506 17.470 7.810 5.240 711 
Impuesto agua (tw=0,05 €/m
3
) 492 16.800 8.100 5.050 706 
Reducción concesiones agua (25%) 437 18.240 7.630 5.180 709 
 
La medida de impuesto sobre emisiones GEI es una medida óptima o “first best”. 
Este instrumento de política medioambiental requiere la cooperación de los agricultores, 
para internalizar los daños medioambientales que generan sus actividades productivas y 
contribuir a la mejora del bienestar social.  
El impuesto sobre emisiones GEI ha sido implementado en el sector agrario en varios 
países como Dinamarca, Irlanda, y Nueva Zelanda porque permite compensar a la 
sociedad los daños que causan las actividades de producción. Sin embargo, la 
implementación de esta medida ha tenido una fuerte oposición social por parte de los 
agricultores, los ganaderos y las industrias agroalimentarias por razón de las pérdidas 
sustanciales en los ingresos, el empleo, y la competitividad del sector agrario (Kasterine 
y Vanzetti 2010). Este es un problema de cooperación, en el que las autoridades 
públicas deben diseñar incentivos adecuados para promover la acción colectiva entre los 
diferentes sectores económicos y los diferentes países. Ejemplos de incentivos son la 
transferencia de beneficios que ocurre en los Estados Unidos, donde las industrias más 
contaminantes ofrecen a los agricultores pagos por cambiar sus usos del suelo hacia los 
usos más respetuosos con el medioambiente, y así mitigar las emisiones GEI de manera 
más coste-eficiente, o los pagos que reciben los agricultores en las zonas con problemas 
medioambientales en Italia por utilizar fertilizantes orgánicos y reciclar los residuos 
ganaderos (Freibauer et al. 2004).    
La implementación de un impuesto sobre emisiones GEI en el área de estudio 




máximo posible de bienestar social de 67 millones € (+37%). Esta medida genera una 
reducción de la actividad ganadera y un aumento ligero de las actividades de cultivo. 
También permite reducir el excedente de nitrógeno en forma de estiércoles unos 4 por 
cien. El reajuste de la actividad ganadera para reducir las emisiones GEI como respuesta 
a la imposición del impuesto, se explica por los costes de reducción de las emisiones 
GEI que son más bajos para la ganadería que los cultivos. El problema para 
implementar impuestos sobre emisiones GEI radica en las dificultades de medir las 
emisiones, de determinar los agentes responsables de estas emisiones, y de conseguir la 
cooperación de los grupos de interés.  
Desde la perspectiva de mitigación de GEI, las medidas de límite de emisión y de 
reducción de la cabaña porcina son las medidas que consiguen la mayor reducción de 
emisiones GEI (-10%), que es igual al objetivo de reducción de GEI que establece la UE 
en 2020 para los sectores no incluidos en el EU-ETS. Este objetivo se consigue también 
con un impuesto sobre emisión superior a 40 €/t CO2eq, causando pérdidas sustanciales 
en la renta de los agricultores. Otro efecto de la implementación de estas dos medidas es 
la reducción del excedente de nitrógeno en forma de estiércoles entre 11 y 17 por cien.  
La legislación medioambiental europea como la Directiva Marco del Agua y la 
Directiva IPPC recomiendan el uso de los límites de emisión para conseguir objetivos 
medioambientales predeterminados. También, el desacoplamiento de las ayudas de la 
PAC para las especies animales promueve el uso de instrumentos como la reducción de 
la cabaña ganadera o de la producción de productos de origen animal para conseguir los 
objetivos medioambientales.  
La implementación de los límites de emisión o la reducción de la cabaña porcina 
tienen prácticamente las mismas repercusiones económicas sobre la renta de los 
agricultores y el bienestar social. Sin embargo, el control del cumplimiento del límite de 
emisión es una tarea difícil de hacer y exige inversiones en estaciones de medición de 
emisiones GEI por parte de la administración pública.  
Una alternativa al límite de emisiones GEI es el control de la calidad de las aguas de 
retorno y la medición de la carga de nitrógeno en los cursos de agua procedente de los 
polígonos de riegos. La implementación de esta medida es factible porque ya existe una 
red de estaciones de medición de la calidad de agua en los principales polígonos de 
riegos en la cuenca del Ebro. Para analizar este escenario, se ha puesto un límite de 




Los resultados de esta medida alternativa muestran una reducción del 7 por cien de las 
emisiones GEI y una disminución de la contaminación por nitratos de los recursos 
hídricos del 30 por cien. Esta medida afecta ligeramente la renta de los agricultores y el 
bienestar social, aunque causa un abandono importante de las actividades de regadío. 
Este abandono genera un aumento del excedente de estiércoles en la zona del 17 por 
cien.     
El uso de los instrumentos económicos como impuestos sobre nitrógeno y agua de 
riego reduce el uso de los fertilizantes nitrogenados en las actividades de cultivo, lo que 
reduce las emisiones GEI hasta un 5 por cien. Estos instrumentos reducen la renta de los 
agricultores hasta un 36 por cien, sin mejorar el bienestar social. Además causa un 
abandono de las actividades de cultivo.  
La restricción del uso de agua de riego es una posible alternativa de gestión de los 
recursos hídricos propuesta por el plan de sequia de la cuenca del Ebro. Una elevada 
restricción del 25 por cien del uso actual de agua reduce las actividades de cultivo hasta 
un 12 por cien y las emisiones GEI menos del 3 por cien con efectos positivos sobre la 
contaminación por nitratos de los recursos hídricos (-13%). Esta medida afecta 
ligeramente la renta de los agricultores (-9%) en comparación con otras medidas, pero 
con peores efectos sobre el bienestar social que se reduce hasta un 12 por cien.   
La medida de mejora de la alimentación del ganado es una propuesta de la Directiva 
IPPC, y que consiste en mejorar la alimentación del porcino con la diversificación de 
los aportes alimentarios según fases productivas y con dietas bajas en proteína. La 
mejora de la alimentación del porcino reduce la excreción de nitrógeno y el contenido 
en nitrógeno de los estiércoles y purines, además de otros efectos sobre las emisiones de 
fósforo y de amoniaco. El Ministerio de Medioambiente (MARM 2010) indica que los 
costes de mejora de la alimentación del porcino para reducir las emisiones GEI alcanzan 
el 2,6 €/plaza/año, utilizando las mejores técnicas disponibles recomendadas por la 
Directiva IPPC. La implementación de esta medida reduce el excedente de estiércoles 
del 38 por cien hasta las 4.640 t N sin cambiar las elecciones óptimas de cultivo y de la 
ganadería, con posibles efectos positivos sobre la contaminación por nitratos de los 
recursos hídricos, y causa ligeras reducciones de las emisiones GEI menos del 1 por 
cien. Sin embargo, para poder evaluar correctamente esta medida hay que evaluar los 




puede implementarse de forma sinérgica con otras medidas como la mejora de las 
instalaciones ganaderas.  
En Aragón existe un problema serio de sobre-fertilización nitrogenada y de manejo 
no racional de los estiércoles. Las estimaciones indican que los aportes de fertilizantes 
minerales y orgánicos superan las necesidades de cultivo del 24 por cien, causando un 
excedente de nitrógeno del 42.000 t N (11 kg/ha) (MARM 2011b). Además, la 
disponibilidad de nitrógeno de los estiércoles podría teóricamente cubrir el 80 por cien 
de las necesidades de los cultivos. Esto puede contribuir a reducir el uso de los 
fertilizantes nitrogenados minerales, ahorrar costes, resolver los problemas de depósito 
de estiércoles, y reducir la contaminación. Sin embargo, los agricultores no aprovechan 
de las importantes disponibilidades de estiércoles por los elevados costes de transporte y 
aplicación de los estiércoles, las dificultades de manejo, y las incertidumbres ligadas a 
la producción.  
Varios trabajos realizados en la cuenca del Ebro indican que el uso de los estiércoles 
en cantidades agronómicamente adecuadas podría sustituir total o parcialmente a los 
fertilizantes minerales, obteniéndose rendimientos similares para cultivos como cebada, 
trigo y maíz, y reducir las pérdidas de nitrógeno. Además, se ha demostrado que los 
costes de transporte y aplicación de purines son más bajos que los costes de los 
fertilizantes minerales cuando la distancia entre la fuente de estiércoles y el sitio de 
aplicación es limitada (Daudén y Quilez 2004, Iguácel et al. 2010).
5
  
En el área de estudio, la disponibilidad de nitrógeno de los estiércoles porcinos, de la 
fijación biológica, y de la materia orgánica del suelo es 14.000 t N, lo que podría cubrir 
las necesidades totales de nitrógeno de los cultivos iguales a 12.000 t N. Sin embargo, 
un aporte adicional de fertilizantes minerales es necesario para satisfacer las 
necesidades de cultivos de otros nutrientes. Un análisis detallado se ha realizado para 
determinar el balance de nitrógeno en cada comarca del área de estudio. Los resultados 
muestran importantes excedentes de nitrógeno en Cinca Medio y Monegros, y solo 
pequeñas cantidades de fertilizantes minerales es necesaria para cubrir las necesidades 
de potasa de cultivos. En Barbastro y Hoya de Huesca hay un déficit de nitrógeno y 
potasa, y es necesario aportar fertilizantes minerales (Cuadro 8).      
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Cuadro 8. Balance de nutrientes en el área de estudio 
  Barbastro Cinca Medio Hoya de Huesca Monegros Total área de estudio 
Nutrientes N P2O5 K2O N P2O5 K2O N P2O5 K2O N P2O5 K2O N P2O5 K2O 
Necesidades 
cultivo (t)  
2.018 1.005 2.085 1.605 953 2.537 2.757 1.328 2.783 5.680 3.251 8.025 12.009 6.535 14.429 
Disponibilidad 
nutrientes (t) 
1.845 1.518 914 2.932 2.361 1.713 1.988 1.666 1.062 7.136 5.681 3.252 13.900 11.226 6.940 
Balance (t) -173 +513 -1.171 +1327 +1408 -824 -769 +338 -1721 +1456 +2430 -4773 +1.891 +4.691 -8.489 
 
Resultados del escenario de límites de fertilización para el área de estudio muestran 
que una fertilización mineral y orgánica equilibrada ajustada a las necesidades de 
cultivos mejora la renta de los agricultores hasta los 71 millones € (+6%) y el bienestar 
social aumenta hasta los 55 millones € (+12%). Las emisiones GEI y el lixiviado de 
nitrógeno se reducen un 10 y un 55 por cien, respectivamente. Un efecto importante de 
esta medida es la disminución del excedente de estiércoles del 70 por cien. Esta medida 
es la más preferida por los agricultores pero exige un esfuerzo por parte de los servicios 
de asesoramiento y de las comunidades de regantes para establecer mecanismos eficaces 
de control de la fertilización, y un cambio en la actual regulación medioambiental.
6
    
Desde la perspectiva de adaptación de los recursos hídricos al cambio climático, la 
restricción del uso del agua de riego por la autoridad de cuenca reduce la actividad de 
regadío y permite ahorrar unos 130 hm
3 
de agua (-23%). Esta medida reduce la 
superficie de los cultivos consumidores de agua como alfalfa, arroz, y maíz, mientras se 
mantienen los cultivos leñosos, como recomienda el plan de sequia de la cuenca del 
Ebro. La reducción de la renta de los agricultores no supera el 9 por cien. Para facilitar 
la implementación de esta medida la administración pública debe compensar las 
pérdidas de los agricultores mediante ayudas directas a la renta que no supera los 6 
millones €. 
Otra medida para reducir el uso de agua es gravar el agua de riego mediante 
impuestos elevados que reflejan los costes de los servicios y de escasez de agua como 
recomiendan la Directiva Marco del Agua y la Comunicación de la UE sobre escasez y 
sequia. La eficiencia de la política de tarificación del agua es cuestionable en las 
regiones áridas y semiáridas con cultivos poco rentables. La demanda de agua de riego 
es inelástica a precios bajos por la reducida elasticidad de substitución del agua por 
                                                 
6
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mediciones de la carga contaminante total procedente del polígono de riego. Además, los límites de 




otros inputs y el pequeño porcentaje de los costes de producción que supone el agua. La 
demanda del agua de riego se vuelve más elástica a medida que las tarifas del agua se 
incrementan, lo que causa una reducción moderada del uso de agua y disminución 
elevada de la renta de los agricultores. La implementación de este instrumento en el área 
de estudio permite ahorrar hasta 75 hm
3
 de agua (13%), pero tiene efectos graves sobre 
la renta de los agricultores que se reduce hasta el 36 por cien. La única ventaja de este 
instrumento si es bien diseñado, es incentivar el cambio hacia las tecnologías de riego 
más eficientes lo que podría reducir las emisiones contaminantes y el uso de agua 
(Esteban et al. 2011a).  
Otra política de adaptación de los recursos hídricos al cambio climático es la 
implementación de impuestos sobre nitrógeno, por su relación complementaria con el 
agua de riego en el proceso productivo. Esta medida permite ahorrar hasta 70 hm
3
 de 
agua (12%) con mejores efectos sobre la renta de los agricultores, los daños 
medioambientales, y la contaminación por nitratos.   
El control de la calidad de las aguas de retorno de los polígonos de riegos causa la 
reducción de las actividades de regadío para cumplir con los requisitos 
medioambientales que establece la autoridad de cuenca. Este hecho resulta en un ahorro 
de agua de 64 hm
3
, representando el 11 por cien del uso de agua en el escenario base.  
Otra alternativa para la gestión del agua que no ha sido examinado en este trabajo es 
la modernización de regadíos. La introducción de nuevas tecnologías de riego modifica 
sustancialmente las funciones de producción, de costes y de beneficios de los cultivos, 
así como la productividad de los factores de producción y su nivel óptimo de 
utilización. Las nuevas tecnologías de riego permiten mejorar el rendimiento de los 
cultivos y facilitar la sustitución por cultivos más rentables, así como la producción de 
dos cosechas en zonas con climatología favorable (Lecina et al. 2009). El potencial de 
ahorro de agua que supone la modernización de regadíos es limitado. Uku (2003) ha 
analizado el efecto de la modernización de regadíos en la comarca de Cinco Villas, y 
muestra que el ahorro de agua no supera el 12 por cien. Otro estudio de Mema (2006) 
que analiza la modernización de regadíos a nivel del valle medio del Ebro muestra que 
el ahorro de agua alcanza el 11 por cien. Kahil (2011) indica que la modernización de 
regadíos en Aragón reduce ligeramente el uso del agua hasta un 8 por cien, por la 
expansión de la superficie de los cultivos intensivos que realizan los agricultores para 




de agua y la débil viabilidad financiera de los proyectos de modernización de regadíos, 
la política de modernización tiene unos efectos medioambientales considerables como la 
reducción de la percolación, las emisiones de lixiviado de nitrógeno y las emisiones de 
óxido nitroso. Además la intervención de la autoridad de cuenca y las comunidades de 
regantes con la reducción de las concesiones de agua a los polígonos de riego 
modernizados, la revisión de los derechos de uso y el control de los usos del suelo 
puede reducir más el uso de agua.            
La evaluación de los costes de reducción de las emisiones GEI es una tarea necesaria 
para poder elegir entre las medidas. Según Kampas y White (2004), el coste de 
reducción de la contaminación es la diferencia entre la renta de los agricultores cuando 
no existe ninguna regulación medioambiental y la renta de los agricultores cuando se 
implementa regulaciones medioambientales. 
Para las diferentes medidas estudiadas se ha calculado el coste de reducción de las 
emisiones GEI y el potencial de reducción de emisiones que proporciona cada medida 
(Cuadro 9). Los resultados muestran que todas las medidas estudias, excepto los limites 
de fertilización, generan unos costes de reducción de GEI entre 28 y 3.000 €/t CO2eq, 
superiores al coste de reducción que recomienda el Programa Europeo de Cambio 
Climático para el sector agrario igual a 20 €/t CO2eq (ECCP 2003). 
Cuadro 9. Potencial y coste de reducción de GEI de las medidas 
Escenarios 
Potencial reducción 
GEI (t CO2eq) 
Coste reducción 
 GEI (€/t CO2eq) 
Reducción GEI 
acumulada (t CO2eq) 
Limites de fertilización  74.000 -54 74.000  
Limite emisión (10%) 72.000 28 146.000  
Control calidad de agua 50.000 40 196.000  
Reducción cabaña porcina (15%) 72.000 42 268.000  
Impuesto nitrógeno (tn=0,5 €/kg N) 33.000 273 301.000  
Reducción concesiones agua (25%) 18.000 333 319.000  
Impuesto nitrógeno (tn=1 €/kg N) 37.000 432 356.000  
Impuesto agua (tw=0,02 €/m
3
) 16.000 625 372.000  
Impuesto emisión (te=25 €/t CO2eq) 27.000 667 399.000  
Impuesto agua (tw=0,05 €/m
3
) 21.000 1.143 420.000  










Las medidas de mitigación de GEI estudiadas podrían reducir 268.000 t CO2eq, el 37 
por cien de las emisiones totales del área de estudio con un coste de reducción inferior a 
los 100 €/t CO2eq. Esta misma cantidad de emisión podría reducirse con un impuesto 
sobre emisión superior a los 150 €/t CO2eq. Por otra parte, los costes de reducción de 
GEI utilizando los instrumentos económicos como los impuestos sobre agua de riego y 
nitrógeno, y los impuestos sobre emisión son elevados superando los 200 €/t CO2eq. 
Estos resultados muestran que los instrumentos económicos son incapaces de reducir la 
contaminación agrícola de manera eficiente.  
La medida de mejora de la alimentación del ganado porcino tiene un elevado coste y 
un bajo potencial de reducción de GEI. Sin embargo, esta medida tiene otros efectos 
medioambientales positivos como la reducción de la contaminación atmosférica por 
amoniaco y de la contaminación de los recursos hídricos por nitratos y fósforo, que 
podrían disminuir los costes de reducción de la contaminación y favorecer su 
implementación práctica.    
Los resultados anteriores han sido calculados utilizando una función de daño 
medioambiental lineal, donde el coste de las emisiones GEI es igual a 25 €/t CO2eq, que 
es el precio del derecho de emisión de CO2 en el mercado internacional. Los costes de 
daños medioambientales son difíciles de cuantificar y esta información es muy escasa 
en la literatura. Existe algunas estimaciones de los costes que varían entre 2,5 y 80 €/t 
CO2eq (Tol 2004, Watkiss et al. 2005, IPCC 2007).  
Para analizar el efecto de la variación del valor de daño medioambiental sobre los 
resultados, se ha llevado a cabo un análisis de sensibilidad con diferentes costes de 
daños que varían entre 10 y 70 €/t CO2eq. Los resultados muestran que un coste bajo de 
10 €/t CO2eq no tiene efectos sobre las emisiones GEI, y tiene pocos efectos sobre el 
poder adquisitivo de los agricultores, pero mejora el bienestar social mediante las 
compensaciones que pagan los agricultores en forma de impuestos. Aumentando el 
coste de daño, se nota una reducción moderada de las emisiones GEI hasta el 12 por 
cien, con graves efectos sobre la renta de los agricultores, aunque el bienestar social 
sigue siendo por encima de su valor en el escenario base. Un coste de daño superior a 
los 40 €/t CO2eq permite alcanzar el objetivo de reducción de GEI de la UE para los 






Cuadro 10. Análisis de sensibilidad con diferentes valores de daño medioambiental 
Variables 
Valor de daño medioambiental (€/t CO2eq) 
10 25 40 55 70 
Renta (10
6
 €) 60 49 39 29 20 
Daño medioambiental (10
6 €) 7 18 26 35 44 
Bienestar social (10
6
 €) 67 67 65 64 64 
Emisiones GEI (10
3
 t CO2eq) 727 700 660 640 635 
 
7. Conclusiones 
El cambio climático es una externalidad medioambiental negativa, que afecta al 
bienestar de la sociedad, las actividades económicas y los ecosistemas. El fuerte 
crecimiento de las actividades económicas y el desarrollo tecnológico en las últimas 
décadas han aumentado la concentración de las emisiones GEI en la atmosfera, 
perturbando el funcionamiento natural del sistema climático. Según el IPCC (2007), las 
emisiones mundiales de GEI por efecto de las actividades humanas han aumentado, 
desde la era preindustrial, en un 70 por cien entre 1970 y 2004. Estas emisiones 
antropogénicas afectan el equilibrio energético del sistema climático y causan el 
calentamiento de la superficie terrestre, la bajada de las precipitaciones, la subida del 
nivel del mar, y el aumento de la frecuencia y severidad de los fenómenos extremos.  
Varios estudios científicos señalan que los impactos del cambio climático serán 
especialmente graves en las regiones áridas y semiáridas, con impactos sobre la 
producción de alimentos, y la cantidad y la calidad de los recursos hídricos. 
En la Unión Europea, se han elaborado varias políticas medioambientales para 
mitigar las emisiones GEI y contribuir al esfuerzo internacional de mitigación 
establecido en el Protocolo de Kioto. Actualmente, la UE establece un objetivo de 
reducción de las emisiones GEI del 20 por cien en 2020. 
El sector agrario es un sector clave en las políticas de cambio climático por su doble 
influencia en el cambio climático como sector emisor de GEI por las actividades de 
cultivo y la ganadería, y como sumidero que fija carbono de la atmósfera por los suelos 
agrícolas y la vegetación leñosa. Distintos estudios señalan que la agricultura 
proporciona oportunidades importantes para mitigar las emisiones GEI de manera coste-
eficiente y reducir el esfuerzo en otros sectores como la industria. Sin embargo, la 
agricultura es un sector difuso, en el que es difícil medir las emisiones GEI y determinar 




de GEI podrían dañar el sector, causar el abandono de la actividad por parte de los 
agricultores, y crear incentivos para actividades ilegales. El diseño de políticas de 
mitigación de GEI en el sector agrario es un proceso complejo, que requiere generar 
información biofísica y económica fiable sobre las características físicas y estructurales 
de las explotaciones agrarias, y sobre el manejo agronómico y las tecnologías de 
producción utilizadas, además requiere la cooperación de los agricultores. 
En este sentido, es necesaria la intervención de la administración pública para diseñar 
políticas adecuadas que fomentan la cooperación de los agricultores y permiten 
internalizar los daños sociales que generan las actividades productivas. Por otra parte, la 
adaptación al cambio climático es otro reto para la sociedad para evitar los daños que 
podrían causar los fenómenos extremos como la sequia.  
En este trabajo, se ha evaluado las emisiones GEI que generan las actividades 
agrarias en una zona agraria intensiva de la provincia de Huesca. Las emisiones GEI en 
el área de estudio alcanza las 727.000 t CO2eq, lo que representa el 20 por cien de las 
emisiones GEI de origen agrario en Aragón. La intensidad de emisión es 91 €/t CO2eq, 
muy por encima de la intensidad de emisión de las actividades agrarias en Aragón de 
339 €/t CO2eq. Esto pone de manifiesto que los inventarios nacionales y regionales de 
GEI no reflejan correctamente la situación de contaminación a nivel local. El análisis 
espacial de las actividades agrarias es una herramienta útil para complementar los 
inventarios y diseñar medidas de mitigación y adaptación al cambio climático adaptadas 
a las condiciones locales.  
Las medidas de mitigación GEI y de adaptación de los recursos hídricos al cambio 
climático examinadas muestran que no hay una medida absolutamente preferida. La 
elección de las medidas depende de los objetivos de la autoridad pública, de la 
disponibilidad de información, y de los incentivos que se proporcionan a los 
agricultores para conseguir sus cooperaciones.  
Los resultados empíricos muestran que para conseguir el objetivo de reducción de las 
emisiones GEI establecido por la UE para los sectores difusos (-10%), los agricultores 
deben asumir un coste mínimo entre -54 y 42 €/t CO2eq. Otro resultado importante es 
que la cooperación de los agricultores mediante la internalización de los daños 
medioambientales que generan sus actividades permite mejorar el bienestar social hasta 
un 37 por cien, lo que justifica la intervención de las autoridades públicas. Sin embargo,  




cien. Este es un obstáculo para lograr la acción colectiva, con lo que es imprescindible 
diseñar incentivos para los agricultores como la transferencia de beneficios de otros 
sectores económicos que les cuestan más reducir sus emisiones GEI, y así apoyar al 
papel del sector primario como generador de servicios medioambientales y de 
mantenimiento de los ecosistemas. 
En cuanto a las políticas de adaptación al cambio climático, es necesario cambiar el 
enfoque de gestión de agua en Europa que pivota entorno a los precios de agua y el 
coste completo de recuperación como recomienda la Directiva Marco del Agua y la 
Comunicación de la UE sobre escasez de agua y sequia, porque estos instrumentos 
económicos no pueden funcionar cuando el agua es un bien comunal con externalidades 
negativas como ocurre en los países áridos y semiáridos como España (Esteban y Albiac 
2011b).  
La gestión participativa de agua por cuenca y el aprovechamiento de los 
instrumentos institucionales ya existentes en España como las autoridades de cuenca y 
las comunidades de regantes, adaptando los usos del suelo y las necesidades hídricas a 
las disponibilidades de agua y la elaboración de acuerdos de reparto de agua entre los 
usuarios son las mejores soluciones para combatir el problema de escasez de agua y 
adaptarse a las sequias previstas. Los planes de sequia elaborados en algunos países de 
la UE muestran la importancia de planificar el uso de agua y de tener un esquema claro 
de actuación en situaciones de sequia.  
La medida de reducción de las concesiones de agua a los polígonos de riego permite 
ahorrar el doble de agua que la medida de impuestos sobre el agua de riego, además los 
efectos sobre la renta de los agricultores son más ligeros porque los agricultores pueden 
adaptar los usos del suelo a las disponibilidades hídricas como eliminar los herbáceos 
consumidores de agua y poco rentables y mantener los leñosos muy rentables, mientras 
que los impuestos de agua son penalizaciones a los agricultores por utilizar el agua sin 
considerar los usos del suelo y las prioridades de uso, lo que crea incentivos para 
actividades ilegales de extracción de aguas subterráneas, un problema que ya es muy 
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